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Ciudad de México, a veintidós de abril de dos mil veintiuno.

La Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación correspondiente a la Cuarta Circunscripción 

Plurinominal, en sesión pública resuelve revocar, en lo que fue 

materia de controversia, la resolución INE/CG216/2021 del Consejo 

General del Instituto Nacional Electoral respecto de las 

irregularidades encontradas en el dictamen consolidado de la 

revisión de los informes de ingresos y gastos para el desarrollo de 

las actividades para la obtención del apoyo de la ciudadanía de las 

personas aspirantes a los cargos de diputaciones locales y 

alcaldías, correspondiente al proceso electoral local ordinario 2020-

2021 en la Ciudad de México, con base en lo siguiente.

GLOSARIO

Actor, Accionante, 
Promovente o Parte 
Actora

Rafael Guarneros Saldaña

Autoridad responsable 
o Consejo General 

Consejo General del Instituto Nacional Electoral

Candidatura Candidatura sin partido a la Alcaldía Cuauhtémoc, en la 
Ciudad de México

Constitución Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Dictamen consolidado Dictamen consolidado respecto de las irregularidades 
encontradas en la revisión de los informes de ingresos y 
gastos para el desarrollo de las actividades para la 
obtención del apoyo ciudadano de las personas aspirantes 
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a los cargos de diputaciones locales y alcaldías, 
correspondiente al proceso electoral local ordinario 2020-
2021 en la Ciudad de México

INE o Instituto Instituto Nacional Electoral

Instituto local o IECM Instituto Electoral de la Ciudad de México

Juicio de la ciudadanía Juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano

Ley Electoral o LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales

Ley de Medios Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral

Resolución 
impugnada

Resolución INE/CG216/2021 del Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral respecto de las irregularidades 
encontradas en el dictamen consolidado de la revisión de 
los informes de ingresos y gastos para el desarrollo de las 
actividades para la obtención del apoyo ciudadano de las 
personas aspirantes a los cargos de diputaciones locales 
y alcaldías, correspondiente al proceso electoral local 
ordinario 2020-2021 en la Ciudad de México

SIF Sistema Integral de Fiscalización

UTF o Unidad de 
Fiscalización

Unidad Técnica de Fiscalización de la Comisión de 
Fiscalización del Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral

Tribunal Electoral o 
TEPJF

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

De la narración de hechos que el Actor hace en su demanda, así 

como de las constancias que obran en autos y de los hechos 

notorios1 para esta Sala Regional, se advierten los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Resolución. El veinticinco de marzo del año en curso, el 

Consejo General emitió la Resolución impugnada, por la cual 

sancionó a la Parte Actora, entre otras cuestiones, con la 

pérdida del derecho a ser registrado como candidato sin 

partido para contender en el proceso electoral en curso, así 

como en los dos siguientes.

II. Juicio de la ciudadanía.

1 Invocados en términos de lo previsto en el artículo 15, numeral 1 de la Ley de Medios, 
así como en la tesis P. IX/2004, de rubro: “HECHOS NOTORIOS. LOS MINISTROS 
PUEDEN INVOCAR COMO TALES, LOS EXPEDIENTES Y LAS EJECUTORIAS TANTO 
DEL PLENO COMO DE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN”, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable 
en: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XIX, abril de 2004, página 
259.
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1. Demanda. El dos de abril siguiente, el Actor presentó 

demanda de Juicio de la ciudadanía ante la Autoridad responsable, 

a fin de controvertir la Resolución impugnada, señalando en su 

demanda que aquélla fue omisa en notificarle dicha resolución, de 

la cual tuvo conocimiento hasta el treinta y uno de marzo.

2. Remisión y turno. El tres de abril posterior fue remitido a esta 

Sala Regional el medio de impugnación, por lo que mediante 

proveído de la misma fecha, el Magistrado Presidente ordenó 

integrar el juicio SCM-JDC-615/2021 y turnarlo a su Ponencia para 

los efectos previstos en el artículo 19 de la Ley de Medios.

3. Radicación admisión y cierre de instrucción. El seis de 

abril siguiente, el Magistrado Instructor radicó el expediente, el ocho 

de abril posterior admitió a trámite la demanda y al no existir 

diligencias pendientes por desahogar, en su oportunidad cerró 

instrucción, dejando el asunto en estado de resolución.

RAZONES Y FUNDAMENTOS

PRIMERO. Jurisdicción y competencia. Esta Sala Regional es 

competente para conocer el presente medio de impugnación, al ser 

promovido por una ciudadano por su propio derecho, ostentándose 

como aspirante a candidato sin partido a la alcaldía Cuauhtémoc en 

la Ciudad de México, a fin de controvertir la resolución por la que se 

le sancionó, entre otras cuestiones, con la imposibilidad para 

registrarse a una candidatura en el proceso electoral en curso y en 

los dos siguientes; supuesto competencia de esta Sala Regional 

emitido en una entidad federativa respecto de la cual ejerce 

jurisdicción.

Lo anterior, con fundamento en:

Constitución. Artículos 41 párrafo tercero Base VI y 99 párrafo 

cuarto fracción V.
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Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Artículos 186 

fracción III inciso c) y 195 fracción IV.

Ley de Medios. Artículos 79 párrafo 1, 80 párrafo 1 inciso f) y 83 

párrafo 1 inciso b).

Razón esencial del Acuerdo General 1/2017.2 Emitido por la Sala 

Superior el ocho de marzo de dos mil diecisiete, por el que determinó 

que los medios de impugnación que se presentaran contra los 

dictámenes y resoluciones que emitiera el Consejo General, 

respecto de las irregularidades encontradas en los dictámenes 

consolidados correspondientes a la revisión de los informes anuales 

de ingresos y gastos de los partidos políticos nacionales, y partidos 

políticos con registro local, serían resueltos por la Sala Regional que 

ejerciera jurisdicción en la entidad federativa atinente, perteneciente 

a su circunscripción, siempre que se relacionaran con los 

presentados por tales partidos políticos, respecto a temas 

vinculados al ámbito estatal.

Acuerdo INE/CG329/2017.3 Emitido por el Consejo General, por el 

cual aprobó el ámbito territorial de las cinco circunscripciones 

plurinominales en que se divide el país.

SEGUNDO. Requisitos de procedencia. El medio de impugnación 

reúne los requisitos previstos en los artículos 7, numeral 1, 8, 9, 

numeral 1, así como 79, numeral 1 de la Ley de Medios, en virtud de 

lo siguiente:

a) Forma. La demanda se presentó por escrito; en ella se hace 

constar el nombre y firma autógrafa de quien promueve, se precisa 

el acto controvertido, se mencionan los hechos base de la 

impugnación y los agravios que el Promovente estima le causan una 

afectación.

2 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de marzo de dos mil 
diecisiete.
3 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de septiembre de dos mil 
diecisiete.
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b) Oportunidad. El análisis correspondiente a este requisito se 

realizará al estudiar el fondo del asunto, ya que uno de los agravios 

de la Parte actora es que se le impidió enterarse de la fecha de 

emisión de la Resolución Impugnada y afirma que conoció su 

contenido hasta que fue publicada en la página de internet del INE; 

ello, a fin de evitar el vicio lógico de petición de principio.4

c) Legitimación. El requisito se tiene por satisfecho, pues el 

Promovente acude por su propio derecho, ostentándose como 

aspirante a la Candidatura, a combatir la Resolución impugnada 

porque estima le causa un perjuicio en su esfera jurídica.

d) Interés jurídico. En la especie se surte tal supuesto, dado que el 

Demandante considera que la Resolución impugnada le causa un 

perjuicio en su esfera de derechos, pues en ella se determinó 

sancionarlo con la imposibilidad de registrarse como candidato para 

el proceso electoral en curso, así como los dos siguientes, lo que 

vulnera su derecho político-electoral de ser votado, por lo que su 

pretensión es que se revoque la misma.

e) Definitividad. El requisito se encuentra satisfecho, pues de la 

normativa aplicable no se aprecia que deba agotarse una instancia 

previa.

En consecuencia, al estar colmados los requisitos de procedencia 

del juicio de la ciudadanía y al no actualizarse causal de 

improcedencia alguna, lo conducente es estudiar los agravios 

expuestos en la demanda.

4 Al respecto, la petición de principio es un tipo de argumento falaz que consiste en incluir 
la conclusión en las premisas; ello, conforme a la tesis I.15o.A.4 K (10a.), emitida por el 
Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, bajo el 
rubro: “PETICIÓN DE PRINCIPIO. LA MOTIVACIÓN DE UN ACTO JURISDICCIONAL 
SUSTENTADA EN ESE ARGUMENTO FALAZ ES CONTRARIA A LA GARANTÍA DE 
LEGALIDAD CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL”, publicada en: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VIII, mayo de 2012, Tomo 2, 
página 2081.
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TERCERO. Contexto del asunto.

I. Revisión de informes de obtención de apoyo a la ciudadanía. 
En el procedimiento de revisión de informes de obtención de apoyo 

de la ciudadanía, la UTF consideró que el Actor no lo rindió, por lo 

que a través del oficio INE/UTF/DA/5670/2021 le dio a conocer que 

tenía un día natural para que, entre otras cuestiones, remitiera el 

informe y señalara el motivo de la omisión.

II. Resolución impugnada. El Consejo General del INE, aprobó el 

dictamen propuesto por la UTF sobre la revisión de los informes, y 

por lo que hace al Actor tuvo por acreditada la omisión de presentar 

el informe, señalando lo siguiente:

“(…) DE CONFORMIDAD CON LO ORDENADO EN EL PUNTO DE ACUERDO SEGUNDO 
DEL ACUERDO IDENTIFICADO CON LA CLAVE ALFANUMÉRICA CF/018/2020, 
APROBADO POR LA COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN, MEDIANTE EL CUAL SE ORDENÓ A LA 
UNIDAD TÉCNICA DE FISCALIZACIÓN DE QUE REQUIERA A AQUELLOS SUJETOS 
OBLIGADOS QUE SE UBIQUEN EN EL SUPUESTO DE OMISIÓN EN EL REPORTE DE 
OPERACIONES Y/O PRESENTACIÓN DE INFORME, PARA QUE EN UN PLAZO 
IMPRORROGABLE DE 1 DÍA NATURAL, REGISTREN SUS OPERACIONES, PRESENTEN 
LOS AVISOS DE CONTRATACIÓN Y AGENDA DE EVENTOS, ADJUNTEN EVIDENCIA 
COMPROBATORIA Y PRESENTEN EL INFORME ATINENTE A SUS INGRESOS Y GASTOS EN 
EL SISTEMA INTEGRAL DE FISCALIZACIÓN (SIF) (CON LA E.FIRMA DEL RESPONSABLE 
DE FINANZAS DESIGNADO), POR LO QUE DICHA UNIDAD TÉCNICA, PROCEDIÓ A 
REQUERIR A LOS ASPIRANTES A CANDIDATURAS INDEPENDIENTES A LOS CARGOS DE 
DIPUTACIONES LOCALES Y ALCALDÍAS QUE SE UBICABAN EN EL SUPUESTO DE 
OMISIÓN EN EL REPORTE DE OPERACIONES Y/O PRESENTACIÓN DE INFORME(…)

(…)QUE DE CONFORMIDAD CON LO SEÑALADO POR EL CONSEJO GENERAL DE ESTE 
INSTITUTO, MEDIANTE EL CITADO ACUERDO INE/CG72/2019, Y TODA VEZ QUE LA 
AUTORIDAD FISCALIZADORA LES GARANTIZÓ EL DEBIDO PROCESO, A LOS ASPIRANTES 
REFERIDOS EN EL CUADRO INMEDIATO ANTERIOR, AL HACERLES DEL CONOCIMIENTO 
LA FALTA DE REGISTRO DEL INFORME Y DARLES LA OPORTUNIDAD DE MANIFESTAR LO 
QUE A SU DERECHO CONVINIERA Y, EN SU CASO, PRESENTAR LOS DOCUMENTOS 
IDÓNEOS PARA CUMPLIR CON SU OBLIGACIÓN, NO OBSTANTE DICHOS SUJETOS 
OBLIGADOS CONTINUARON SIENDO OMISOS, POR LO QUE LA UNIDAD TÉCNICA DE 
FISCALIZACIÓN NO ENVIÓ EL OFICIO DE ERRORES Y OMISIONES A LAS 20 PERSONAS 
ASPIRANTES A LOS CARGOS DE DIPUTACIONES LOCALES Y ALCALDÍAS EN 
COMENTO(…)

(…)CONSECUENTEMENTE, RESPECTO DE LAS PERSONAS ASPIRANTES A 
CANDIDATURAS INDEPENDIENTES QUE INCURRIERON EN LA OMISIÓN TOTAL DE LA 
PRESENTACIÓN DEL INFORME DE INGRESOS Y GASTOS PARA EL DESARROLLO DE LAS 
ACTIVIDADES PARA LA OBTENCIÓN DE APOYO CIUDADANO, LA IMPOSICIÓN DE LA 
SANCIÓN RESPECTO DICHA CONDUCTA CORRESPONDE A LA NEGACIÓN DEL REGISTRO 
COMO CANDIDATO INDEPENDIENTE EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 378, NUMERAL 
1, 380, NUMERAL 1, INCISO G) Y 445, NUMERAL 1, INCISO C) DE LA LGIPE (…)

(…) B. OMISOS SIN INFORME CON REGISTRO DE OPERACIONES EN EL SIF

SE PRECISAN, LOS SUJETOS OBLIGADOS QUE NO PRESENTARON SU INFORME DE 
INGRESOS Y GASTOS EN EL TIEMPO SEÑALADO POR LA LEY NI EN EL REQUERIMIENTO 
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ORDENADO POR LA COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN Y ENVIADO POR LA UTF, PERO QUE 
TIENEN REGISTRADA ALGUNA OPERACIÓN EN EL SIF.

N° NOMBRE DE LA PERSONA ASPIRANTE CARGO
6 RAFAEL GUARNEROS SALDAÑA ALCALDÍA

DE LAS FALTAS SEÑALADAS EN EL PRESENTE APARTADO, SE DESPRENDE QUE 
FENECIÓ EL TÉRMINO PARA LA PRESENTACIÓN DEL INFORME DE INGRESOS Y GASTOS 
DURANTE EL PERIODO DE OBTENCIÓN DE APOYO CIUDADANO, LA UNIDAD TÉCNICA DE 
FISCALIZACIÓN ADVIRTIÓ LA OMISIÓN EN DAR CUMPLIMIENTO A DICHA OBLIGACIÓN, 
TAL Y COMO SE DESPRENDE DEL DICTAMEN CONSOLIDADO QUE FORMA PARTE DE LA 
MOTIVACIÓN DE LA PRESENTE RESOLUCIÓN.

ANTE LA AUSENCIA ABSOLUTA DEL INFORME DE INGRESOS Y GASTOS, Y DE 
CONFORMIDAD CON EL ACUERDO INE/CG72/2019, RESULTÓ INNECESARIO EL ENVÍO 
DEL OFICIO DE ERRORES Y OMISIONES, YA QUE EL INSUMO BÁSICO PARA SU EMISIÓN 
ES INEXISTENTE. SIN EMBARGO, NO POR ELLO SE DEJÓ DE RESPETAR EL DERECHO DE 
AUDIENCIA DE LOS SUJETOS REGULADOS, TODA VEZ QUE SE DISEÑÓ UN MECANISMO 
APROPIADO QUE, ENTRE OTRAS COSAS, LES PERMITE A LOS SUJETOS OBLIGADOS 
SUBSANAR LA FALTA Y ALEGAR LO QUE A SU DERECHO CORRESPONDA. (…)

(…)SE LES HIZO DEL CONOCIMIENTO LA FALTA DE REGISTRO DEL INFORME A FIN DE 
DARLES LA OPORTUNIDAD DE MANIFESTAR LO QUE A SU DERECHO CONVENGA Y, EN 
SU CASO, PROPORCIONARAN LOS DOCUMENTOS IDÓNEOS PARA CUMPLIR CON SU 
OBLIGACIÓN DE PRESENTAR EL INFORME A TRAVÉS DEL SISTEMA INTEGRAL DE 
FISCALIZACIÓN, PRECISANDO DE FORMA CLARA QUE, EN CASO DE NO PRESENTAR SU 
INFORME, LA CONSECUENCIA JURÍDICA DE TAL INCUMPLIMIENTO SERÍA LA NEGATIVA 
DEL REGISTRO A LA CANDIDATURA, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE HUBIERAN 
REGISTRADO O NO OPERACIONES EN EL SISTEMA INTEGRAL DE FISCALIZACIÓN.

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN. (…)

(…) EN PRIMER LUGAR, ES IMPORTANTE SEÑALAR QUE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA 
SANCIÓN ES POR CUANTO HACE A LA OMISIÓN DE PRESENTAR EL INFORME DE ACTOS 
TENDENTES A OBTENER EL APOYO CIUDADANO EN SU ASPIRACIÓN PARA OBTENER EL 
REGISTRO DE UNA CANDIDATURA A UN CARGO DE ELECCIÓN POPULAR, EN EL MARCO 
DEL PROCESO ELECTORAL LOCAL ORDINARIO 2020-2021 EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
(…)

(…) POR LO TANTO, DEBE SEÑALARSE QUE LA OMISIÓN DE LA PRESENTACIÓN DEL 
INFORME DEL ORIGEN Y MONTO DE LOS INGRESOS Y EGRESOS DE LOS ACTOS 
TENDENTES A OBTENER EL APOYO CIUDADANO A LOS CARGOS DE DIPUTACIÓN LOCAL 
Y ALCALDÍA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, CORRESPONDIENTES AL PROCESO ELECTORAL 
DE MÉRITO, IMPLICA UNA TRASGRESIÓN DIRECTA A LAS DISPOSICIONES, BIENES Y 
PRINCIPIOS JURÍDICOS TUTELADOS POR LAS NORMAS MENCIONADAS CON 
ANTELACIÓN Y REFLEJÓ LA DELIBERADA INTENCIÓN DE LOS ASPIRANTES A 
CANDIDATOS INDEPENDIENTES DE NO CUMPLIR CON SU OBLIGACIÓN DE ENTREGAR EL 
INFORME DENTRO DE LOS TREINTA DÍAS SIGUIENTES A LA CONCLUSIÓN DEL PERIODO 
PARA RECABAR EL APOYO CIUDADANO, CON LO CUAL OBSTACULIZÓ LA POSIBILIDAD DE 
VERIFICAR DE MANERA EFICAZ QUE SE HAYAN AJUSTADO A LA NORMATIVIDAD 
APLICABLE EN MATERIA DE FINANCIAMIENTO Y GENERARON INCERTIDUMBRE SOBRE 
LA LEGALIDAD DEL ORIGEN Y DESTINO DE LOS RECURSOS CON LOS QUE CONTARON 
DURANTE EL PERIODO DE ACTOS TENDENTES A OBTENER EL APOYO CIUDADANO EN 
EL MARCO DEL PROCESO ELECTORAL LOCAL MENCIONADO. (…)

(…) INCUMPLIERON CON SU OBLIGACIÓN DE PRESENTAR EL INFORME DE OBTENCIÓN 
DE APOYO CIUDADANO, AL ACREDITARSE LA AFECTACIÓN AL BIEN JURÍDICO TUTELADO 
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DE CERTEZA Y TRANSPARENCIA EN LA RENDICIÓN DE CUENTAS, LA CUAL SE TRADUCE 
EN LA ESPECIE, EN LA IMPOSIBILIDAD DE EJERCER LAS FACULTADES DE 
FISCALIZACIÓN DE MANERA EFICAZ Y EN EL TIEMPO ESTABLECIDO PARA ELLO. (…)

(…) PARA QUE ESTE MODELO FUNCIONE HAY CONDUCTAS QUE NO PUEDEN TENER 
LUGAR, TALES COMO LA NO PRESENTACIÓN DE INFORMACIÓN O DOCUMENTACIÓN, 
COMO ES EL CASO CONCRETO. (…)

(…) LA SATISFACCIÓN DEL DEBER DE ENTREGAR LOS INFORMES EN MATERIA DE 
FISCALIZACIÓN, NO SE LOGRA CON LA PRESENTACIÓN DE CUALQUIER DOCUMENTO 
QUE TENGA LA PRETENSIÓN DE HACER LAS VECES DE INFORME, NI PRESENTARLO 
FUERA DE LOS PLAZOS LEGALES, SINO QUE ES MENESTER AJUSTARSE A LOS 
LINEAMIENTOS TÉCNICO-LEGALES RELATIVOS A LA PRESENTACIÓN DE ESTOS 
INFORMES Y LOS INHERENTES AL REGISTRO DE LOS INGRESOS Y EGRESOS Y A LA 
DOCUMENTACIÓN COMPROBATORIA SOBRE EL MANEJO DE LOS RECURSOS, PARA ASÍ 
PODER SER FISCALIZABLES POR LA AUTORIDAD ELECTORAL. (…)

(…) LA FALTA DE PRESENTACIÓN DEL INFORME DE ACTOS TENDENTES A OBTENER EL 
APOYO CIUDADANO TRANSGREDE DIRECTAMENTE LAS DISPOSICIONES, BIENES 
JURÍDICOS Y PRINCIPIOS TUTELADOS POR LAS NORMAS MENCIONADAS CON 
ANTELACIÓN Y GENERA INCERTIDUMBRE SOBRE EL LEGAL ORIGEN Y DESTINO DE LOS 
RECURSOS QUE LOS SUJETOS OBLIGADOS HUBIEREN OBTENIDO. (…)

(…) DADA LA GRAVEDAD DE LA CONDUCTA DESPLEGADA POR LOS Y LAS ASPIRANTES 
A CANDIDATOS Y CANDIDATAS INDEPENDIENTES MATERIA DE ANÁLISIS, ES 
PROCEDENTE LA APLICACIÓN DE LA SANCIÓN PREVISTA EN LA LEGISLACIÓN DE LA 
MATERIA, CONSISTENTE EN LA PÉRDIDA DEL DERECHO A SER REGISTRADOS COMO 
CANDIDATOS EN EL MARCO DEL PROCESO ELECTORAL CONCURRENTE 2020-2021, 
ASÍ COMO EN LOS DOS PROCESOS ELECTORALES SUBSECUENTES, O EN SU CASO, SI 
YA ESTÁ HECHO EL REGISTRO, CON LA CANCELACIÓN DEL MISMO COMO CANDIDATOS 
Y CANDIDATAS INDEPENDIENTES A LOS CARGOS DE DIPUTACIÓN LOCAL Y ALCALDÍA 
EN EL MARCO DEL PROCESO ELECTORAL LOCAL ORDINARIO 2020-2021 EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO, ELLO DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 
380, NUMERAL 1, INCISO G) EN RELACIÓN AL 446, NUMERAL 1, INCISO G) Y 456, 
NUMERAL 1, INCISO C) FRACCIÓN III DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y 
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES. (…)”

III. Síntesis de agravios, pretensión y metodología. De 

conformidad con el artículo 23 de la Ley de Medios, esta Sala 

Regional debe suplir las deficiencias u omisiones en los 

planteamientos de la demanda que se estudie cuando puedan 

deducirse claramente de los hechos, cuestión que se atenderá para 

analizar los agravios del Actor.

Lo anterior, tiene sustento en las jurisprudencias 3/2000 y 4/99,5 

cuyos rubros son: “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR 

DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR 

LA CAUSA DE PEDIR”, así como “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN 

MATERIA ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL 

5 Consultables en: Justicia Electoral. Revista del TEPJF, suplemento 4, año 2001, página 
5, así como suplemento 3, año 2000, página 17, respectivamente.
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OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA 

VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR”.

Hecha la precisión anterior, de la revisión de la demanda se 

advierten las siguientes temáticas:

 Trato preferencial a las candidaturas con partido
El Actor señala que el Consejo General dio un trato preferencial a 

las personas aspirantes a candidaturas postuladas por un partido 

político, pues durante la sesión desglosó de manera individual los 

nombres de las personas sancionadas, situación que no aconteció 

para aquellas que, como en el caso, aspiraban a una candidatura 

sin partido, aunado a que tampoco se mencionó nada en el boletín, 

lo que, afirma, le impidió enterarse en esa fecha de esta y conocer 

el contenido de la Resolución Impugnada hasta que fue publicada 

en la página de internet del INE.

 Entrega del Informe
Afirma que el seis de febrero presentó su Informe6 en la plataforma 

del SIF obteniendo los acuses de recibo correspondiente, por lo que 

hizo caso omiso al correo electrónico que le llegó de parte de la UTF, 

mediante el cual se le invitaba a entregar su Informe. Por ello señala 

que el Consejo General le incluyó indebidamente entre las personas 

que no lo presentaron.

Considera que la Resolución Impugnada es incongruente, ya que 

por un lado el Consejo General reconoce que sí tiene registradas 

operaciones en el SIF, por lo que debió emitir alguna prevención 

para indicarle qué documentación faltaba –en contenido y forma— 

para completar la presentación de su Informe; lo cual hubiera 

subsanado si se le hubiera solicitado.

 La sanción impuesta es excesiva

6 Informe de ingresos y gastos de campaña para la captación de apoyos de la ciudadanía.
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Expone que hay una tendencia a criminalizar a las candidaturas sin 

partido al imponerles como sanción la pérdida de su derecho al 

registro para el proceso electoral en curso y, adicionalmente para 

los dos procesos electorales subsecuentes -hasta dos mil treinta, lo 

cual estima excesivo y desproporcionado considerando que sí 

registró operaciones en el SIF y que no es experta en ese tema 

porque es la primera vez que participa en su calidad de candidatura 

sin partido.

En ese contexto, estima que la sanción que le fue impuesta resulta 

más grave que aquella que se le puede imponer a una persona que 

se dedica al servicio público en términos del artículo 70-A de la Ley 

Federal del Procedimiento Administrativo. 

Desde su óptica, se debía considerar que, en los casos de las 

candidaturas sin partido, la fiscalización tiene como finalidad: 

a) Garantizar la equidad en la contienda al momento de recabar el 

apoyo de la ciudadanía pese a las condiciones adversas de tiempo 

y condiciones de salud derivadas de la emergencia sanitaria 

ocasionada por el virus SARS-CoV2 que provoca la enfermedad 

conocida como COVID-19; b) El origen lícito de los recursos que 

implica que muchas de sus actividades se hacen con apoyo de 

personas voluntarias, amigos, familiares y recursos propios o bien, 

en especie; y, c) Que las candidaturas sin partido no reciben fondos 

públicos en la etapa de captación de apoyo de la ciudadanía. 

En atención a que los planteamientos anteriores no fueron tomados 

en consideración por el Consejo General, refiere que la sanción que 

se le impuso es excesiva, cuenta habida que en la etapa de 

captación de apoyos de la ciudadanía no se utilizan recursos 

públicos, además de que, como ya se señaló, la omisión que se les 

atribuyó resultaba subsanable previa prevención.

 Inaplicación del artículo 456, fracción IV, inciso d) de la 
Ley Electoral

Manifiesta que esa disposición vulnera lo dispuesto por el artículo 1° 

de la Constitución, cuenta habida que admite un trato preferencial a 
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favor de las personas precandidatas y candidatas de extracción 

partidista, pues tratándose de candidaturas sin partido las sanciones 

son más severas, lo cual, en su concepto constituye un trato 

diferenciado injustificado que transgrede la disposición 

constitucional en cita.

4.2. Metodología

Las temáticas anteriores serán analizadas en los 3 tres apartados 

siguientes:

 El primero, si el promovente fue notificado de la Resolución 

Impugnada y si ello repercutió en sus derechos de garantía de 

audiencia;

 El segundo, relativo a esclarecer si con la documentación que el 

actor afirma haber cargado en el SIF es posible tener por 

presentado su Informe; y

 Por último, se verificará si se respetó la garantía de audiencia 

del promovente, esto es, si durante la sustanciación se le requirió 

bajo apercibimiento de que si no presentaba su informe perdería 

su derecho a ser registrado a una candidatura sin partido; así 

como si la sanción impuesta es excesiva y, en su caso, si 

contraviene los parámetros de control constitucional, lo que se 

estudiará en último momento al ser necesario determinar antes 

si resultaba aplicable o no, la norma.

Lo anterior no perjudica a la parte actora, conforme a la 

jurisprudencia 4/2000,7 de rubro: “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN 

CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”.

4.3 Contestación de los agravios
4.3.1 Notificación a la parte actora de la Resolución Impugnada

7 Consultable en: Compilación 1997-2013. Jurisprudencia y tesis en materia electoral. 
TEPJF, Jurisprudencia, Volumen 1, página 125.
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Esta Sala Regional considera que los agravios son infundados, 

pues con independencia de que el Consejo General enunciara o no 

una por una a las personas aspirantes a candidaturas sin partido 

sancionadas en la sesión celebrada el veinticinco de marzo, lo cierto 

es que le envió de manera electrónica la notificación respectiva, a la 

cual –según las constancias que integran el expediente— acompañó 

el oficio INE/UTF/DA/13052/2021, al que anexó –entre otros— el 

Dictamen y la Resolución Impugnada.

De las constancias que la autoridad responsable remitió junto con 

su informe circunstanciado, es posible advertir los siguientes 

elementos:

 La notificación de la Resolución Impugnada vía electrónica se 

llevó a cabo a las veintitrés horas con cincuenta y tres minutos 

y cuatro segundos del veintinueve de marzo de esta anualidad.

 El acuse de recepción de misma hora y fecha.

 La leyenda acerca de que el documento fue leído por la Parte 

actora a las dieciocho horas, cincuenta y un minutos y 

veintinueve segundos del uno de abril de esta anualidad.

 Los archivos enviados fueron la notificación, la Resolución 

Impugnada, el Dictamen y anexos.

 La cédula de notificación que contiene la cadena de firma, 

certificado y sello digitales que deben contener los documentos 

generados por E.FIRMA.

Tales constancias tienen valor probatorio en términos de los 

artículos 14 y 16 de la Ley de Medios, pues se trata de notificaciones 

autorizadas mediante E.FIRMA,8 la que en términos del artículo 10.2 

del REGLAMENTO DE FISCALIZACIÓN PARA EL USO Y OPERACIÓN DE LA 

FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA DEL INE, produce los mismos efectos 

jurídicos que la firma autógrafa y contiene los mecanismos de 

seguridad para su validez.

8 Firma Electrónica Avanzada regulada por el Reglamento para el uso y operación de la 
Firma Electrónica Avanzada en el INE, así como a Ley de Firma Electrónica Avanzada, 
el Reglamento de la Ley de Firma Electrónica Avanzada, la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, el Código Civil Federal y el Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria.
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Tales actuaciones son acordes con el artículo 9, numeral 1, inciso f) 

del Reglamento de Fiscalización, el cual establece que las 

notificaciones de los documentos emitidos por la UTF:

 Se realizan por vía electrónica, mediante el SISTEMA DE 

CONTABILIDAD EN LÍNEA, a las personas aspirantes a 

candidaturas sin partido.

 Surten efectos a partir de la fecha y hora visible en la cédula 
de notificación.

 La cédula de notificación, las constancias de envío y los 

acuses de recepción y lectura se generan de forma 

automática.

 El sistema envía una notificación al correo electrónico que la 

persona aspirante haya proporcionado como medio de 

contacto.

En consecuencia, aun cuando la Parte actora haya manifestado que 

no recibió comunicación alguna, las constancias analizadas generan 

convicción a este órgano jurisdiccional de que la Autoridad 

responsable sí le notificó la Resolución impugnada y el Dictamen de 

manera electrónica, y que tuvo conocimiento de manera oportuna 

de esa notificación.

En ese sentido, al estar la Parte actora interesada en obtener su 

registro a una candidatura sin partido, tenía la obligación de estar 

pendiente de la notificación y, en su caso, entrar al SIF o revisar el 

correo electrónico que proporcionó como dato de contacto.

Por lo anterior, esta Sala Regional considera que si bien el Consejo 

General no mencionó en la sesión de resolución y en el boletín -al 

que alude- una por una a las personas aspirantes sancionadas- lo 

que trasciende es que la autoridad responsable realizó las acciones 

legales necesarias para hacer de su conocimiento la Resolución 



SCM-JDC-615/2021

14

Impugnada y el Dictamen con sus anexos y que en esa resolución 

sí mencionó de manera expresa el nombre de la Parte actora, 

máxime que no existe norma que obligue a dicha autoridad a 

mencionar de manera detallada lo que se resuelve en cada una sus 

sesiones o de emitir los boletines que señala, de ahí lo infundado 

de sus alegaciones.

Luego entonces, si la Parte actora quedó debidamente notificada de 

la Resolución Impugnada el veintinueve de marzo y la demanda fue 

presentada el dos de abril, es claro que la interpuso dentro del plazo 

de cuatro días que para tal efecto establece el artículo 8 de la Ley 

de Medios y por lo tanto es oportuna.

4.3.2 Entrega del Informe

Al respecto esta Sala Regional considera que la documentación que 

la Parte actora cargó en el SIF no es suficiente para tener por 

cumplida su obligación de presentar el Informe, por lo que su agravio 

es infundado, como se explica enseguida.

Marco normativo
1. Sistema de fiscalización
El artículo 41 base V apartado B inciso a) numeral 6, y penúltimo 

párrafo de la Constitución, establece que corresponde al Consejo 

General la fiscalización de las finanzas de –entre otros sujetos— las 

personas candidatas, lo cual se debe regular en la ley.

El artículo 337 de la Ley Electoral establece que el Consejo General, 

a propuesta de la UTF, determinará los requisitos que las personas 

aspirantes deben cubrir al presentar su informe de ingresos y 

egresos de actos tendentes a recabar el apoyo ciudadano; y el 

artículo 378 establece que la persona que no entregue el informe de 

ingresos y egresos, dentro de los treinta días siguientes a la 

conclusión del periodo para recabar el apoyo ciudadano, le será 

negado el registro a la candidatura independiente –sin partido, 

tratándose de la Ciudad de México— o si no obtuvieron ese registro 

serán sancionadas en términos de la propia ley.
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La fiscalización de las finanzas de esas personas corresponde al 

Consejo General por conducto de la Comisión de Fiscalización, en 

términos de artículo 190, numeral 2 de la Ley Electoral; en especial, 

la revisión de los informes de ingresos y egresos de actos tendentes 

a recabar el apoyo ciudadano corresponde a la UTF, como lo 

disponen los artículos 425 y 428, numeral 1, inciso d) de la Ley 

Electoral.

Así, la fiscalización de los ingresos y gastos de -entre otras- las 

personas que pretenden participar en un proceso de elección 

popular a través de una candidatura sin partido, se realiza a través 

de un sistema complejo, en el que intervienen la UTF, la Comisión 

de Fiscalización y el Consejo General, quien aprueba las 

resoluciones correspondientes.

Ese sistema protege, entre otros bienes jurídicos, la transparencia y 

rendición de cuentas, así como la certeza de la fuente, origen y 

destino de los recursos.

Así, la no presentación de los informes impide que la autoridad 

fiscalice los recursos que fueron utilizados por –entre otros— las 

personas aspirantes a una candidatura sin partido.9

Ello, ya que la autoridad debe contar con la información que le 

permita evaluar si los sujetos obligados cumplieron o no con sus 

obligaciones, y con dicha información, verificar sus ingresos y 

9 La Sala Superior estableció un criterio similar, por lo que hace a los informes de 
precampaña de partidos políticos y precandidaturas, al resolver el juicio
SUP-JDC-416/2021 y acumulados.
En esa sentencia, la Sala Superior señaló que:

[…] como lo determinó el Tribunal Pleno de la SCJN, al resolver sobre la dimensión 
del plazo para presentar los informes de ingresos y gastos de precampaña en la 
Acción de Inconstitucionalidad 22/2014, existe la obligación de presentar el informe 
de precampaña a la brevedad posible, ya que la autoridad debe contar con la 
información financiera que le permita evaluar si los precandidatos cumplieron o no con 
sus obligaciones en materia de fiscalización, de entre ellas, la de no rebasar el tope 
de gastos de precampaña, lo cual constituye un requisito para la procedencia del 
registro, por lo que resulta imprescindible no demorar su presentación.
[…]
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gastos, contrastándola con la documentación comprobatoria que se 

presente al efecto.

Lo anterior, ya que el bien jurídico del sistema de fiscalización 

requiere constatar el uso y destino de los ingresos y gastos 

utilizados, a fin de conocer de manera transparente los recursos 

utilizados durante –en este caso— la etapa de obtención de apoyo 

de la ciudadanía.

Además, no basta con presentar los informes -los que deben 

presentarse en los términos señalados en el Reglamento de 

Fiscalización- sino que además dichos informes deben presentarse 

en los plazos establecidos por la ley con el fin de que la autoridad 

pueda llevar a cabo sus funciones de fiscalización.10

Así, en atención al sistema complejo de fiscalización, es 

trascendente que los informes (como documento al que se 

acompaña las constancias de comprobación) se presenten con la 

oportunidad suficiente para que los órganos competentes puedan 

realizar la verificación correspondiente; pues, de no hacerlo así, en 

los hechos se generaría un obstáculo material a la actividad 

fiscalizadora.

2. Obligación de rendir el informe de ingresos y egresos

El artículo 380, numeral 1, inciso g) de la Ley Electoral establece 

como una obligación de las personas que pretendan participar en un 

proceso de elección popular a través de una candidatura sin partido, 

rendir el Informe por lo que, ante la falta de cumplimiento de esta 

obligación, en términos del artículo 378, numeral 1 de dicho 

ordenamiento, podrá ser sancionado con la negativa de registro a la 

candidatura a que desea participar.

Por su parte, los artículos 22, numeral 1, inciso b) fracción II y 223, 

numeral 5, inciso a) del Reglamento de Fiscalización establecen que 

10 La Sala Superior estableció un criterio similar, por lo que hace a los informes de 
precampaña de partidos políticos y precandidaturas, al resolver el juicio
SUP-JDC-416/2021 y acumulados.
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los sujetos obligados, en particular las personas aspirantes y 

candidatas independientes –sin partido, en la Ciudad de México— 

deben presentar informes de obtención del apoyo de la ciudadanía.

El artículo 251 del citado reglamento precisa la documentación que 

se deberá presentar de manera conjunta con el Informe a fin de 

poder comprobar el origen, monto y destino de los recursos 

empleados para promover su imagen con la intención de obtener el 

registro de la candidatura, entre la que destaca:

[…]

A) EL FORMATO ÚNICO CON LOS DATOS DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL DEL 
ASPIRANTE, Y SU DOMICILIO PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES. 
B) EL FORMATO DE ORIGEN DE LOS RECURSOS APLICADOS A LA OBTENCIÓN DEL 
APOYO CIUDADANO [DE LA CIUDADANÍA] QUE CONTENGA LOS NOMBRES DE [LAS] Y LOS 
APORTANTES, MONTO Y TIPO DE APORTACIÓN, LAS DECLARACIONES Y FIRMAS QUE 
AUTORICEN AL INSTITUTO A OBTENER, DE SER NECESARIO, INFORMACIÓN. 
REGLAMENTO DE FISCALIZACIÓN 236.
C) LOS ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS DE LA CUENTA PARA EL MANEJO DE LOS 
RECURSOS, ASÍ COMO LAS CONCILIACIONES BANCARIAS CORRESPONDIENTES AL 
PERIODO EN EL QUE HAYA DURADO LA OBTENCIÓN DEL APOYO CIUDADANO [DE LA 
CIUDADANÍA].
D) LA BALANZA DE COMPROBACIÓN DE LOS GASTOS, ASÍ COMO LOS AUXILIARES 
CONTABLES DURANTE EL PERÍODO QUE HAYA DURADO LA OBTENCIÓN DEL APOYO 
CIUDADANO [DE LA CIUDADANÍA]. 
E) EL INFORME A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 143 DEL REGLAMENTO, RESPECTO DE 
LOS RUBROS DE GASTO QUE LE SEAN APLICABLES. 
F) LOS CONTROLES DE FOLIOS CORRESPONDIENTES A LOS RECIBOS QUE SE EXPIDAN 
EN LA OBTENCIÓN DE APOYO CIUDADANO [DE LA CIUDADANÍA], DE CONFORMIDAD CON 
LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DEL REGLAMENTO. 
G) PARA LOS GASTOS DE PROPAGANDA EN DIARIOS, REVISTAS Y OTROS MEDIOS 
IMPRESOS, ANUNCIOS ESPECTACULARES, SALAS DE CINE E INTERNET, SE DEBERÁ 
OBSERVAR LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 208, 211, 214 Y 215 DEL 
REGLAMENTO. 
H) LA DOCUMENTACIÓN COMPROBATORIA DE LOS INGRESOS QUE SE RECIBAN Y LOS 
EGRESOS QUE SE REALICEN CON MOTIVO DE LA OBTENCIÓN DEL APOYO CIUDADANO 
[DE LA CIUDADANÍA].
I) COPIA DE LA CREDENCIAL PARA VOTAR DEL ASPIRANTE EN MEDIO MAGNÉTICO.
(Lo resaltado es propio).

Caso concreto
De la demanda se advierte que la parte actora reconoce que el uno 

y el tres de febrero recibió en su correo electrónico particular un 

exhorto de la UTF para presentar su Informe, lo cual –a su decir— 

estuvo intentando; no obstante, señala que tuvo problemas en 

internet por la saturación del SIF, además de que las líneas 

telefónicas de la Autoridad responsable estaban saturadas, por lo 



SCM-JDC-615/2021

18

que fue hasta el seis de febrero que pudo enviar su informe, 

conforme a lo que considera son los acuses generados por el SIF, 

los cuales anexa a la demanda.11

A la demanda, anexó comprobantes de diversas pólizas que cargó 

al SIF el seis de febrero, del tipo normal, cuyas descripciones son 

las siguientes:

 “Aportación en comodato casa de campaña”.

 “Aportación de cien piezas de cubrebocas”.

 “Apertura de cuenta bancaria”.12

 “Aportación de diez litros de gel antibacterial”.

 “Aportación de servicios personales a título gratuito de treinta 

y tres simpatizantes”.

De ello, esta Sala Regional advierte que dicha documentación en 

realidad no corresponde a un informe de ingresos y gastos de la 

etapa fiscalizada, sino a una parte de los documentos que debía 

haber reportado durante la captación del apoyo de la ciudadanía y 

debía acompañar al informe.

Lo anterior en atención a que, como se señaló en el marco 

normativo, el artículo 251 del Reglamento de Fiscalización marca la 

diferencia entre el Informe y la documentación que debe anexarse a 

éste, entre la que se encuentra aquella comprobatoria de los 

ingresos y egresos que realicen las personas que buscan una 

candidatura sin partido. 

Por ello, no es contradictorio que en la Resolución Impugnada se 

señale que la Parte actora fue “OMISA SIN INFORME, CON REGISTROS 

DE OPERACIONES EN EL SIF”,13 esto en razón de que la aludida 

incongruencia surge de la confusión de aquella en el sentido de que 

los registros de operaciones que hizo en el SIF equivalían a 

presentar su Informe, cuando son dos cosas distintas.

11 Hechos 9 a 11 de la demanda.
12 La cual aportó en lo individual y como parte de los documentos que integran la carpeta 
que anexó a su demanda.
13 Considerando 33.1, inciso B de la Resolución Impugnada. 
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El artículo 3, numeral 1, inciso g) del Reglamento de Fiscalización 

señala que son sujetos obligados, entre otros, las personas 

aspirantes a precandidaturas y candidaturas independientes –sin 

partido en la Ciudad de México— a cargos de elección popular 

federales y locales. Lo que significa que invariablemente las 

personas que se inscriban a este tipo de contiendas tienen la 

obligación de rendir informes de ingresos y gastos ante el INE a fin 

de que sean susceptibles de ser revisados. 

En el caso, dichos informes están regulados en el Reglamento de 

Fiscalización, específicamente, específicamente de los artículos 248 

al 253 los cuales, en esencia, detallan:

1.  Que cada persona aspirante registrada deberá presentar un 

informe de obtención del apoyo de la ciudadanía, atendiendo 

a las reglas de financiamiento que establece el Reglamento y 

la Ley Electoral;

2. Que la persona aspirante deberá presentar su informe dentro 

de los 30 (treinta) días siguientes a que concluya el periodo 

para recabar el apoyo de la ciudadanía, pues de lo contrario 
se le negará el registro;

3. Que dicho Informe deberá contener los datos de identificación 

del origen, monto y destino de los recursos empleados para 

promover su imagen, con la intención de obtener la 

candidatura independiente a la que se aspira, el cual deberá 

ser presentado mediante el Sistema de Contabilidad en Línea;

4. La documentación comprobatoria de los ingresos y gastos; y,

5. Que la persona que designen como representante será la 

encargada de la presentación del informe en el SIF.

Por su parte, los artículos 17 y 18 del mismo ordenamiento, explican 

que los sujetos obligados realizarán operaciones contables que 

consistirán en [i] ingresos que es cuando reciben en efectivo o en 



SCM-JDC-615/2021

20

especie y de [ii] egresos, que es cuando gastan dinero pagos, 

pactan o reciben bienes y servicios.

Aunado a lo anterior, la Comisión de Fiscalización del INE en su 

acuerdo CF/018/2020 precisó que ante la omisión de presentación 

de los Informes, cuando la autoridad fiscalizadora les haya hecho 

del conocimiento la falta de éste y les haya dado la oportunidad de 

manifestar lo que a su derecho conviniera o de cumplir con su 

obligación distinguirá tres tipos de personas infractoras: 

a) omisas sin informe y sin registro de operaciones en el SIF, 

b) omisas sin informe con registro de operaciones en el SIF y, 

c) omisas sin informe y sin registro de operaciones en el SIF y con 

gasto detectado por la UTF.

Con base en lo expuesto, es posible dilucidar y concluir que, en el 

caso, no es posible tener por subsanada la obligación de la parte 

actora de presentar el Informe al que se encuentra sujeta 

fiscalmente en materia electoral. 

Esto porque reportar algunas operaciones contables en el SIF no es 

lo mismo que presentar su Informe, ya que éstas son aquellas que 

se generan diariamente a fin de crear una balanza de comprobación 

que permite a la UTF conocer a detalle el estado de su contabilidad, 

mientras que el Informe, es el que, con motivo del reporte de sus 

gastos, se genera con la documentación soporte -evidencia- al 

registro contable de cada una de las operaciones que previamente 

deben estar en el SIF y el cual contiene los rubros que para tal efecto 

se detallan en el artículo 251 del Reglamento.

Lo anterior es congruente con el criterio14 de esta Sala Regional en 

cuanto a que el registro de algunas pólizas no es igual a la 

presentación del Informe, puesto que es necesario precisar el origen 

y monto de la totalidad de los ingresos y egresos del periodo 

correspondiente, y adjuntar la documentación que comprobara esa 

información.

14 Al resolver el recurso de apelación SCM-RAP-41/2018.
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Asimismo, es congruente con el criterio15 de la Sala Superior en 

cuanto a que no se actualiza la infracción en comento si se entrega 

un informe escrito vinculado con la obtención de respaldo 

ciudadano, aun de manera extemporánea; ya que en el caso no se 

entregó algún informe al respecto.

Por lo anterior, si la Parte actora registró algunas pólizas en el SIF 

pero no presentó el informe correspondiente, a pesar de haber sido 

requerida para ello, conforme al marco jurídico expuesto, la 
autoridad electoral fiscalizadora no contó con la información y 
toda la documentación necesaria para poder verificar los 
ingresos y gastos de las personas que pretenden participar en 
un proceso de elección popular a través de una candidatura sin 
partido, en la etapa de obtención de apoyo ciudadano, lo que 

afectó la certeza y transparencia de los recursos utilizados.

En efecto, el propósito de presentar el Informe es que la autoridad 

pueda verificar que los sujetos obligados cumplan con la certeza y 

transparencia de los recursos utilizados, como principios rectores 

del sistema de fiscalización en materia electoral; ello con la finalidad 

de transparentar la procedencia de los recursos dispuestos y 

establecer un mecanismo de control para evitar la comisión de 

conductas ilícitas o actos contrarios a la normativa electoral.

Ahora, la presentación de las pólizas en el SIF no es información 

suficiente para realizar la función fiscalizadora, pues -se insiste- con 

solo ella la autoridad administrativa electoral carece de otra 

información para contrastar los documentos presentados y estar en 

posibilidad de realizar su labor fiscalizadora respecto de todos los 

ingresos y gastos utilizados.

Por otra parte, la presentación del informe relativo a su capacidad 

económica tampoco es suficiente para tener por satisfecha la 

15 Al resolver los recursos de reconsideración SUP-REC-67/2016 y SUP-REC-87/2016.
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obligación de la parte actora de presentar el Informe ya que, según 

establece el artículo 223 Bis del Reglamento de Fiscalización, éste 

es necesario únicamente para que la autoridad electoral determine 

la capacidad económica de entre otras, las personas aspirantes a 

una candidatura, se llena al momento del registro como 

precandidatas o candidatas y sirve como un elemento para que la 

autoridad electoral la tenga como referente al momento de imponer 

una sanción económica, cuando esta resulte procedente.

Por ello, el hecho de que en la Resolución Impugnada se señale que 

la parte actora presentó información con relación a su capacidad 

económica16, no implica que haya presentado su Informe o que haya 

tenido la intención de ocultar su situación económica o ánimo de no 

cumplir con su obligación, por lo que no es posible tenerla por 

subsanada debido a que la naturaleza de tales informes tiene una 

finalidad distinta, de ahí lo infundado del agravio.

4.3.3 ¿La sanción impuesta es excesiva?

De las temáticas expuestas en las síntesis de agravios se advierte 

que la Parte actora considera que la sanción impuesta es excesiva 
y desproporcionada a partir de dos enfoques, a saber:

a. Porque al momento de resolver la negativa de su registro no 

fueron considerados los fines de la fiscalización a la luz de los 

aspectos siguientes: 
 Verificar el cumplimiento de los topes de campaña para garantizar 

la equidad en la contienda. En el caso concreto, se debió 
considerar que a consecuencia del semáforo rojo a 
consecuencia de la pandemia de COVID19, no se pudieron 
llevar a cabo eventos.

 Verificación del origen lícito de los recursos. Al respecto, sostiene 
que no hay evidencia de que los gastos reportados hubieran 
tenido una procedencia ilícita.

 Las candidaturas independientes no reciben fondos públicos en 
la fase de captación de apoyo de la ciudadanía.

De ahí que estime que la Autoridad responsable debió 

considerar que en la etapa de captación de apoyos de la 

ciudadanía no se utilizan recursos públicos, además de 

16 Considerando 24 de la Resolución Impugnada. 
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que la omisión que se le atribuyó era subsanable previa 
prevención y garantía de audiencia.

b. Porque al momento de su individualización no solo se hizo 

nugatoria su participación en el proceso electoral en curso, 

sino que además la hizo extensiva a los dos procesos 

electorales subsecuentes, lo que, desde su punto de vista 

es excesivo y, resulta más grave que aquella que se le puede 

imponer a una persona que se dedica al servicio público o que 

es postulada por un partido político. 

Planteamientos contenidos en el apartado a.

Son infundados, pues contrario a lo que sugiere la Parte actora 

–cuando aduce que la omisión que se le atribuyó era subsanable 

previa garantía de audiencia— la autoridad fiscalizadora sí garantizó 

su derecho de audiencia previo a la imposición de las sanciones.

Al respecto, cobra relevancia el requerimiento17 que la autoridad 

fiscalizadora dirigió a la Parte actora para que cumpliera su 

obligación de entregar su Informes, en términos de lo mandatado en 

los acuerdos INE/CG72/201918 y CF/018/2020.19

En efecto, en el acuerdo INE/CG72/2019 en mención, se determinó 

que no se enviarían oficios de errores y omisiones a las personas 

que aspiraran a un cargo de elección popular y que hubieran omitido 

la presentación de su informe de ingresos y gastos, al tenor 

siguiente:

“PRIMERO. SE APRUEBA QUE LA UNIDAD TÉCNICA DE FISCALIZACIÓN NO ENVÍE OFICIO DE 
ERRORES Y OMISIONES A AQUELLOS SUJETOS QUE PRETENDEN UN CARGO DE ELECCIÓN 
POPULAR, DURANTE CUALQUIER PROCESO ELECTORAL, QUE, HABIENDO SIDO REQUERIDOS 
POR DICHA AUTORIDAD, OMITAN PRESENTAR SU INFORME DE INGRESOS Y GASTOS EN 
MATERIA DE FISCALIZACIÓN. 

17 Mediante oficio INE/UTF/DA/5670/2021.
18 Aprobado el dieciocho de febrero de dos mil diecinueve por el Consejo General.
19 Aprobado por la Comisión de Fiscalización el veintiuno de octubre de dos mil veinte.
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SEGUNDO. SE INSTRUYE A LA UNIDAD TÉCNICA DE FISCALIZACIÓN QUE EN LOS 
DICTÁMENES CONSOLIDADOS Y RESOLUCIONES QUE PRESENTE A LA COMISIÓN DE 
FISCALIZACIÓN, SE INCLUYAN LOS APARTADOS DESCRITOS EN EL CONSIDERANDO 51 DEL 
PRESENTE ACUERDO. 

TERCERO. NOTIFÍQUESE EL PRESENTE ACUERDO A LAS PERSONAS OBLIGADAS QUE 
BUSQUEN ALGÚN CARGO DE ELECCIÓN POPULAR, CORRESPONDIENTE A CUALQUIER 
PROCESO ELECTORAL, PARA LO CUAL SE INSTRUYE A LA UNIDAD TÉCNICA DE 
FISCALIZACIÓN A NOTIFICARLOS DE FORMA ELECTRÓNICA A TRAVÉS DEL SISTEMA 
INTEGRAL DE FISCALIZACIÓN 

CUARTO. AL SER UN CRITERIO DE CARÁCTER Y OBSERVANCIA GENERAL DURANTE EL 
PROCEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN REALIZADO EN LOS PROCESOS ELECTORALES 
LOCALES, SE INSTRUYE A LA UNIDAD TÉCNICA DE FISCALIZACIÓN, PARA QUE, EN EL ÁMBITO 
DE SU COMPETENCIA, ANALICE LA POSIBILIDAD DE INCORPORAR EL MISMO EN EL 
REGLAMENTO DE FISCALIZACIÓN. 

HASTA EN TANTO NO SE REALICE LA INCORPORACIÓN DENTRO DEL CUERPO NORMATIVO, 
LOS PRESENTES, SERÁN VIGENTES Y APLICABLES PARA LOS PROCESOS ELECTORALES 
FEDERALES, LOCALES ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS QUE DE ELLOS DERIVEN. (...)”

Por su parte, en el acuerdo CF/018/2020, la autoridad fiscalizadora, 

entre otras cuestiones, estableció la forma en que serían requeridas 

las personas que hubieran omitido presentar sus informes de 
ingresos y gastos durante los periodos de obtención de apoyo 
de la ciudadanía y precampaña que aspiraran a un cargo de 

elección popular, en los términos siguientes, a saber:

“SEGUNDO. Se ordena a la Unidad Técnica de Fiscalización requiera a aquellos 
sujetos obligados que se ubiquen en el supuesto de omisión en el reporte de 
operaciones y/o presentación de informe, para que en un plazo improrrogable de 
1 día natural, registren sus operaciones, presenten los avisos de contratación y 
agenda de eventos, adjunten evidencia comprobatoria y presenten el informe 
atinente a sus ingresos y gastos en el Sistema Integral de Fiscalización (SIF) 
(con la e.firma del responsable de finanzas designado), de conformidad con los 
artículos 223 numerales 1 y 2, 248, 249, 250, 251 y 252 del Reglamento de 
Fiscalización, y el manual de usuario del SIF aprobado mediante acuerdo 
CF/017/2017”.
TERCERO. Se ordena a la Unidad Técnica de Fiscalización notifique los 
requerimientos de manera electrónica, a través del módulo de notificaciones 
electrónicas del SIF, a todos los interesados”:

Consecuente con el contenido de los acuerdos mencionados, el 4 

(cuatro) de febrero, la UTF requirió a la parte actora la presentación 

de su Informes bajo el apercibimiento siguiente:

[…] la omisión en la presentación del informe de 
ingresos y gastos de obtención de apoyo de la 
ciudadanía es motivo de sanción, pudiendo ser ésta 
la NEGATIVA DEL REGISTRO DE LA 
CANDIDATURA”

Atento a lo anterior, es claro que la Resolución Impugnada fue 

emitida previa observancia del derecho de audiencia de la Parte 

actora, la cual se concretó con el requerimiento, los exhortos y, su 
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notificación en el SIF; así como con los avisos que en su momento 

se enviaron a su correo electrónico particular.

En este sentido es importante destacar que la propia Parte actora 

reconoce en su demanda que el uno de febrero recibió en su correo 

personal un recordatorio de la UTF de que tenía que presentar su 

Informe en el SIF –el que incluso aporta como prueba— y que el tres 

siguiente volvió a recibir un nuevo correo electrónico de la UTF en 

que le exhortaban a realizar su Informe, cuya impresión aporta como 

prueba.

Así, en la Resolución Impugnada, el Consejo General hizo especial 

énfasis en la circunstancia de que de conformidad con el acuerdo 

INE/CG72/2019, una vez que concluyó el plazo para la presentación 

de los informes respectivos sin que aquellos se hubieran 

presentado, la garantía de audiencia quedaba satisfecha con el 

requerimiento que se hiciera a las personas omisas a efecto de que 

estuvieran en posibilidad de presentar su Informe. Lo que ocurrió en 

el caso, según se ha visto.

Ahora bien, para individualizar las sanciones, la autoridad 

responsable consideró:

“INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN.
…
Ahora bien, toda vez que en este inciso se ha analizado la conducta que 
violenta los artículos 380, numeral 1, inciso g) y 430, numeral 1 de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, se procede 
a la individualización de la sanción, atento a las particularidades que en 
el caso se presenten.
En primer lugar, es importante señalar que la individualización de la 
sanción es por cuanto hace a la omisión de presentar el informe de actos 
tendentes a obtener el apoyo ciudadano [de la ciudadanía] en su 
aspiración para obtener el registro de una candidatura a un cargo de 
elección popular, en el marco del Proceso Electoral Local Ordinario 
2020-2021 en la ciudad de México.
…
En este sentido, para imponer la sanción este Consejo General 
procederá a calificar la falta determinando lo siguiente:

a) Tipo de infracción;
b) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretizaron.
c) Comisión intencional o culposa de la falta;
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d) La trascendencia de las normas transgredidas;
e) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la 
lesión, daño o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la 
falta.
f) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas
g) La condición de que el ente infractor haya incurrido con antelación 
en la comisión de una infracción similar (Reincidencia)

“..se procede el (sic) análisis de la conducta desplegada por los y las 
aspirantes a candidatos independientes señalados a los cargos de 
Diputación Local y Alcaldía. 

En ese orden de ideas, los aspirantes a candidatos [candidatura] 
independientes, deberán presentar los informes de ingresos y gastos 
para la obtención del apoyo ciudadano, de conformidad con los plazos 
establecidos en el artículo 378, numeral 1 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.

Es pertinente señalar que el periodo de actos tendentes a obtener el 
apoyo ciudadano [de la ciudadanía] concluyó el treinta y uno de enero 
de dos mil veintiuno, por lo que los y las aspirantes a candidatos 
independientes debieron presentar su informe del origen y monto de los 
ingresos y gastos de los actos tendentes a obtener el apoyo ciudadano 
a los cargos de Diputación Local y Alcaldía en la Ciudad de México, en 
el periodo establecido.

En razón de lo anterior, y toda vez que los y las aspirantes en 
comento omitieron presentar el informe correspondiente, vulneró 
directamente los valores sustantivos y bienes jurídicos tutelados por los 
artículos 380, numeral 1, inciso g) y 430, numeral 1 de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales.
…
Así, este Consejo General concluye que en el caso concreto, los y 
las aspirantes a una candidatura independiente conocían con la debida 
anticipación el plazo dentro de cual debían presentar su informe y 
conocían también la obligación legal y reglamentaria de hacerlo; es 
decir, es deber de los sujetos obligados, en este caso, de los y las 
aspirantes a candidatos [candidaturas] independientes, de 
informar en tiempo y forma los movimientos hechos por éstos para 
el correcto desarrollo de su contabilidad, otorgan una adecuada 
rendición de cuentas, al cumplir con los requisitos señalados por 
la normatividad electoral, mediante la utilización de los 
instrumentos previamente establecidos para ello y permitiendo a 
la autoridad llevar a cabo sus actividades fiscalizadoras con 
eficacia y prontitud y así, esta autoridad esté en aptitudes (sic) de 
garantizar que la actividad de dichos sujetos obligados se 
desempeñe en apego a los cauces legales.

De todo lo anterior se desprende que los informes de los y las aspirantes 
a candidaturas independientes a un cargo de elección popular no se 
traducen en una potestad discrecional del sujeto obligado, sino que, por 
el contrario, constituye un deber imperativo de ineludible cumplimiento.

Así, la satisfacción del deber de entregar los informes en materia de 
fiscalización no se logra con la presentación de cualquier 
documento que tenga la pretensión de hacer las veces de informe, 
ni presentarlo fuera de los plazos legales, sino que es menester 
ajustarse a los Lineamientos técnico-legales relativos a la presentación 
de estos informes y los inherentes al registro de los ingresos y egresos 
y a la documentación comprobatoria sobre el manejo de recursos para 
así poder ser fiscalizables por la autoridad electoral.
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En conclusión, la falta de presentación del informe de actos 
tendentes a obtener apoyo ciudadano transgrede directamente las 
disposiciones, bienes jurídicos y principios tutelados por las 
normas mencionadas con antelación y genera incertidumbre sobre 
el legal origen y destino de los recursos que los sujetos obligados 
hubieran obtenido.

Así, a juicio de esta autoridad, dada la gravedad de la conducta 
desplegada por los y las aspirantes a candidatos y candidatas 
independientes materia de análisis, es procedente la aplicación de la 
sanción prevista en la legislación de la materia consistente en la 
pérdida del derecho a ser registrados como candidatos en el marco 
del Proceso Electoral Concurrente 2020-2021, así como en los dos 
Procesos Electorales subsecuentes, o en su caso, si ya está hecho 
el registro, con la cancelación del mismo como candidatos y 
candidatas independientes a los cargos de Diputación Local y Alcaldía 
en el marco del Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021 en la 
ciudad de México, ello de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 380, numeral 1, inciso g) en relación al 446, numeral 1, 
inciso g) y 456, numeral 1, inciso c) fracción III de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.
…
Énfasis añadido.

De lo anterior, se desprende que contrario a lo que aduce la Parte 

actora, en la resolución impugnada sí se tomó en consideración la 

finalidad que se busca a través de la fiscalización, entre otras cosas, 

transparentar el origen y destino de los recursos con independencia 

de su naturaleza sea pública y/o privada.

De ahí que, en concepto de la Autoridad responsable, fue deliberada 

la intención de la Parte actora de no cumplir su obligación de rendir 

su informe dentro del plazo que le fue conferido para ello, ya que fue 

requerido para tales efectos y a pesar de eso, se constató su 

contumacia, situación que obstaculizó la posibilidad de verificar de 

manera eficaz que se hubieran ajustado a la normatividad aplicable 

en materia de financiamiento.

Por otro lado, y con relación con las manifestaciones de la Parte 

actora en el sentido de que en la Resolución Impugnada no se 

consideró que debido a la pandemia no pudo realizar eventos, y que 

toda su actividad se hizo con el apoyo de personas voluntarias, 

amistades y familia, con recursos propios y en especie y de que las 
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candidaturas sin partido no reciben fondos públicos en la fase de 

captación de apoyo de la ciudadanía, cabe mencionar que tales 

circunstancias por sí mismas no son justificaciones que pudieran 

eximirle del deber que tenía de entregar su Informe acorde con los 

formatos y metodología respectivos.

En otras palabras, en respuesta a los requerimientos que le fueron 

formulados por la UTF, la Parte actora tuvo la oportunidad de 

expresar las razones por las que no había presentado su Informe sin 

que esto la eximiera de tener que presentarlo, así como las 

aclaraciones que a su derecho convinieran. Era entonces el 

momento que tenía para expresar justamente dichos inconvenientes 

que hasta este momento aduce como justificación para su 

incumplimiento y que la autoridad responsable no conoció, por lo 

que no pudo estudiarlos al emitir la Resolución Impugnada.

Finalmente, por cuanto al argumento en que la Parte actora aduce 

que la Autoridad responsable debió considerar que no es experta en 

fiscalización y que era la primera participación que tenía para la 

obtención de una candidatura sin partido, cabe mencionar que el 

mismo debe ser desestimado porque del exhorto notificado en el 

SIF, que además se hizo llegar a su correo electrónico particular y 

el cual aporta como prueba, se advierte que la autoridad puso a su 

disposición una guía para la presentación del Informe que se 

encontraba disponible en el Centro de Ayuda del SIF, además de 

que, en su caso, estuvo en posibilidad de reportar cualquier 

incidencia relacionada con el dicho sistema.

Planteamientos contenidos en el apartado b.

En este apartado, se analizan los agravios en donde la Parte actora 

considera sustancialmente que la pérdida de la candidatura y la 
inhabilitación para poder ser candidato en este y los próximos 
dos procesos, es una sanción excesiva y desproporcionada.

En principio, es importante dejar establecido que la responsable 

determinó la negativa de registro a la Parte actora y el impedimento 
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para ser postulado como candidato en los dos siguientes procesos 

electorales, al considerar que se actualizaban los supuestos 

previstos por los artículos 380, numeral 1, inciso g); 446, numeral 1, 

inciso g) y 456, numeral 1, inciso c), fracción III de la Ley electoral; 

que disponen a la letra:

Artículo 380.
1. Son obligaciones de las personas aspirantes:
…

g) Rendir el informe de ingresos y egresos;
…

Artículo 446.
1. Constituyen infracciones de los aspirantes y Candidatos 
Independientes a cargos de elección popular a la presente Ley:
…
h) No presentar los informes que correspondan para obtener el 

apoyo ciudadano y de campaña establecidos en esta Ley;
…

Artículo 456.

1. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores 
serán sancionadas conforme a lo siguiente:
…
c) Respecto de las personas aspirantes, precandidatas o 
candidatas a cargos de elección popular:
…

III. Con la pérdida del derecho del precandidato infractor a ser 
registrado como candidato o, en su caso, si ya está hecho el 
registro, con la cancelación del mismo. Cuando las infracciones 
cometidas por aspirantes o precandidatos a cargos de elección 
popular, cuando sean imputables exclusivamente a aquéllos, no 
procederá sanción alguna en contra del partido político de que 
se trate. Cuando el precandidato resulte electo en el proceso 
interno, el partido político no podrá registrarlo como candidato.

Dicha determinación, la tomó la Autoridad responsable partiendo de 

la base de que detectó un incumplimiento de la ley (la omisión de 

presentar informes), lo cual estimó como una conducta infractora 

que era sujeta de sanción.

Establecido lo anterior, se estima que los agravios de la parte actora 

resultan parcialmente fundados, pues si bien solicita la 

inaplicación de los preceptos base de la sanción que le fue impuesta, 

en el caso esta no resulta procedente.
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Esto, en razón de que la inaplicación de las normas generales no se 

actualiza de manera automática, sino que, para ello es necesario 

visibilizar si los artículos admiten una interpretación conforme y solo 

de concluir que no es aceptable esa lectura, acudir como última 

herramienta a la inaplicación de la norma.20

En el caso esta Sala Regional estima que los preceptos cuya 

inaplicación se solicita aceptan una lectura conforme con los 

artículos 1, 22 y 35 de la Constitución; en el sentido de que la medida 

(sancionatoria) no opera de forma automática, sino que ante la 

magnitud de la consecuencia prevista por la omisión en la 

presentación de los informes (que impacta en el derecho de las 

personas a ser votadas), el INE debe analizar las particularidades 

del caso (sobre la omisión de presentar informes) e individualizar la 

sanción de entre el catálogo de sanciones previstas en la Ley 

Electoral y solo si razonable y proporcionalmente se justifica, 

imponer la relativa a la pérdida de la candidatura y la inhabilitación 

para poder ser candidato en este y los próximos dos procesos.

Ante ello, no procede la inaplicación que solicita; sin embargo, como 

se adelantó, tiene razón la Parte actora cuando sostiene que la 
sanción que le fue impuesta resulta desproporcional. Lo anterior 

es así, pues los referidos artículos 380, numeral 1, inciso g); 446, 

numeral 1, inciso g); y, 456, numeral 1, inciso c), fracción III de la 

Ley electoral, deben interpretarse conforme con la Constitución, en 

específico con sus artículos 1, 22 y 35.

20 En la tesis de rubro: PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE 
DERECHOS HUMANO”. Se explica que el referido tipo de interpretación presupone 
hacer:
a) Interpretación conforme en sentido amplio. Las personas juzgadoras deben 
interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos, favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia.
b) Interpretación conforme en sentido estricto. Ello significa que cuando hay varias 
interpretaciones jurídicamente válidas, las personas juzgadoras deben -partiendo de la 
presunción de constitucionalidad de las leyes- preferir aquella que hace a la ley acorde 
a los derechos humanos, para evitar incidir o vulnerar su contenido esencial.
c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son posibles. En caso 
de que las personas juzgadoras se enfrenten a una norma que sea contraria a los 
derechos humanos y no sea posible realizar una interpretación en sentido amplio o en 
sentido estricto, deben inaplicarla siendo el último recurso para asegurar la primacía y 
aplicación efectiva de estos derechos.
Criterio consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, 
Tomo 1, diciembre de 2011.
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Así, es necesario tomar en consideración que con la imposición de 

una sanción de esta magnitud se está restringiendo un derecho 

fundamental (en el caso el derecho a ser votado), tutelado por el 

artículo 35 fracción II de la Constitución y que debe ser protegido en 

armonía con el artículo 1º de la propia Carta Magna y diversos 

instrumentos internacionales signados por el Estado mexicano.

Esto, sin dejar de tomar en consideración que las referidas 

disposiciones legales (que establecen la obligación de presentar 

informes) también tienen una finalidad de proteger principios de 

rango constitucional, como lo son los de certeza y rendición de 

cuentas.

Con la referida interpretación conforme con la Constitución es 

posible lograr la armonización de la protección del derecho 

fundamental, con los reseñados principios y valores; pues cuando 
se actualice la omisión de presentar informes, es necesario que 

la autoridad responsable lleve a cabo una individualización de la 
sanción y con base en ello determine del catálogo de 
sanciones, aquella que sea proporcional a la conducta 
actualizada.

En dicho ejercicio, debe valorar el grado de afectación que se 

ocasionó a los principios de certeza y rendición de cuentas, si se 

impidió la fiscalización o solamente se realizaron conductas que la 

dificultaron u obstaculizaron, la conducta procesal de la o el sujeto 

fiscalizado, y su intención de ocultar o, en su caso, transparentar 

información.

Así, el INE no puede aplicar directamente la sanción consistente 
en la pérdida o cancelación del derecho de la persona aspirante 
a ser registrada como candidata y de no poder ser registrada 
en las dos elecciones subsecuentes.

Por lo que, si en el caso el INE de manera automática impuso a la 

parte actora la sanción prevista en los artículos y fracciones 
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señaladas, sin hacer un ejercicio de graduación, a juicio de esta 

Sala Regional la determinación de la Autoridad responsable se 

encuentra carente de motivación; pues las sanciones impuestas por 

la autoridad responsable no deben fijarse de manera directa o 
automática, sino valorar las situaciones particulares del caso.

Postura que guarda coherencia con lo sostenido por la Sala 

Superior,21 sobre la sanción de pérdida o cancelación de registro de 

candidaturas por la omisión de presentar informes.22

- Las sanciones previstas en las disposiciones legales invocadas (la 
pérdida del derecho a ser registrado como candidato o, en su caso, la 
cancelación del registro) no caben ser aplicadas de forma automática o 
categórica en todos los casos, sino, por un lado, es necesario, desde la 
dimensión cualitativa, atender los bienes tutelados y, desde la dimensión 
cuantitativa, tener en cuenta la magnitud del bien y la lesión a este. 

- Por otro lado, hay que tener en cuenta la necesidad y legitimidad de 
garantizar el ejercicio efectivo del derecho humano al sufragio pasivo, en 
conformidad con los artículos 1. º y 35, fracción II, de la Constitución 
general, de forma tal que las únicas restricciones sean objetivas, 
razonables y, por lo tanto, proporcionales.

- Las porciones normativas reclamadas son válidas constitucionalmente, 
siempre que se interpreten de tal forma que permitan el ejercicio más 
favorable del derecho humano fundamental a ser votado.  Es decir, con 
una lectura que proteja derechos humanos, para garantizar el ejercicio 
efectivo del derecho con la protección más amplia, y, al mismo tiempo, 
permitan el ejercicio efectivo del sistema de fiscalización por la autoridad 
y preserven así la tutela de los principios o valores constitucionales que 
justifican dicho sistema, como son la transparencia, rendición de cuentas 
y de control

- La aplicación de estas medidas severas de restricción no puede dictarse 
de forma indiscriminada, sino que, para ajustarse al principio de 
proporcionalidad, requieren tener una conexión razonable y suficiente 
entre la sanción y la conducta y circunstancias de la persona en cuestión.  
Una restricción absoluta a un derecho tan importante, aplicable de forma 
genérica a todo un grupo por el simple hecho de identificarse como tal 
sin considerar la naturaleza de la gravedad de la conducta, el daño 
provocado o las circunstancias particulares, puede ser incompatible con 
los derechos humanos. 

- Los artículos 229 y 456 de la LEGIPE no pueden interpretarse de manera 
literal de tal manera que restrinjan en todos los casos el derecho al 
sufragio pasivo, ni la sanción puede aplicarse en automático como lo hizo 
el INE. 

- En la aplicación se debe tomar en cuenta que se encuentra en juego la 
supresión de un derecho fundamental consagrado en el artículo 35 
constitucional, en relación con el artículo 1. º de la Ley Fundamental. De 
ahí que el Consejo General del INE debe interpretar y aplicar la norma 

21 SUP-JDC-416-2021.
22 Que, aunque se trató de candidatura de partido político, resulta aplicable en su razón 
esencial.
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en cuestión, analizando en todo momento la proporcionalidad de la 
sanción frente a este derecho a los precandidatos.

- En ese sentido, la interpretación de la norma que más favorece a los 
precandidatos es la referente a que la pérdida o cancelación del registro 
no es la única consecuencia que establece la Ley para este tipo de 
infracción, sino que solo es una de ellas, pues, de una interpretación 
conforme y sistemática –y armónica de los artículos 229, 445 y 456 de la 
LEGIPE– se desprende que existe un catálogo de sanciones disponibles 
para corregir la conducta omisiva de los precandidatos al no presentar 
sus informes.

- De esta manera, se considera que, ante la disponibilidad de diferentes 
sanciones a imponer, la autoridad administrativa se encontrará ahora 
obligada a analizar las circunstancias objetivas y subjetivas en que cada 
precandidato cometió la falta, para posteriormente determinar qué tipo 
de sanción era la que resultaba proporcional a cada uno de los 
infractores, pudiendo ser incluso la pérdida o cancelación del registro.

Bajo este escenario es que, asiste razón a la parte actora cuando 

sostiene que la sanción aplicada por el INE resulta 
desproporcionada, pues aplicó la siguiente:

Artículo 380.
2. Son obligaciones de las personas aspirantes:
…

g) Rendir el informe de ingresos y egresos;
…

Artículo 446.
2. Constituyen infracciones de los aspirantes y Candidatos 
Independientes a cargos de elección popular a la presente Ley:
…
i) No presentar los informes que correspondan para obtener el 

apoyo ciudadano y de campaña establecidos en esta Ley;
…

Artículo 456.

1. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores 
serán sancionadas conforme a lo siguiente:
…
c) Respecto de las personas aspirantes, precandidatas o 
candidatas a cargos de elección popular:
…

III. Con la pérdida del derecho del precandidato infractor a ser 
registrado como candidato o, en su caso, si ya está hecho el 
registro, con la cancelación del mismo. Cuando las infracciones 
cometidas por aspirantes o precandidatos a cargos de elección 
popular, cuando sean imputables exclusivamente a aquéllos, no 
procederá sanción alguna en contra del partido político de que 
se trate. Cuando el precandidato resulte electo en el proceso 
interno, el partido político no podrá registrarlo como candidato.
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Sin embargo, en la resolución impugnada si bien el INE basó la 

aplicación de la sanción en la circunstancia en que la Parte actora 

omitió rendir el informe (y que al contestar el primero de los 

agravios se ha considerado en esta sentencia que fue correcta esa 

conclusión), la actualización de esa conducta, por sí misma, no es 

suficiente para justificar la proporcionalidad de la sanción 
adoptada.

Lo anterior, pues como se anticipó, la lectura de los artículos 380, 

numeral 1, inciso g), 446, numeral 1, inciso g) y 456, numeral 1, 

inciso c), fracción III, debe realizarse conforme a la Constitución y 

los preceptos 1, 22 y 35 de la Constitución, en el sentido de que la 

autoridad responsable cuando tenga acreditada la omisión de 

presentar informes, tiene la obligación de tomar en cuenta las 
circunstancias particulares del caso y del catálogo de 
sanciones previstas en el artículo 456, fijar la más proporcional 
al caso concreto.

Lo que el INE, se insiste, no llevó a cabo porque de la Resolución 

impugnada se advierte lo siguiente:

…
En conclusión, la falta de presentación del informe de actos tendentes a 
obtener apoyo ciudadano [de la ciudadanía] transgrede directamente las 
disposiciones, bienes jurídicos y principios tutelados por las normas 
mencionadas con antelación y genera incertidumbre sobre el legal origen 
y destino de los recursos que los sujetos obligados hubieran obtenido.

Así, a juicio de esta autoridad, dada la gravedad de la conducta 
desplegada por los y las aspirantes a candidatos y candidatas 
independientes materia de análisis, es procedente la aplicación de 
la sanción prevista en la legislación de la materia consistente en la 
pérdida del derecho a ser registrados como candidatos en el marco del 
Proceso Electoral Concurrente 2020-2021, así como en los dos Procesos 
Electorales subsecuentes, o en su caso, si ya está hecho el registro, con 
la cancelación del mismo como candidatos y candidatas independientes 
a los cargos de Diputación Local y Alcaldía en el marco del Proceso 
Electoral Local Ordinario 2020-2021 en la ciudad de México, ello de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 380, numeral 1, inciso g) 
en relación al 446, numeral 1, inciso g) y 456, numeral 1, inciso c) 
fracción III de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.

El resaltado es añadido.
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Argumentación que denota que no analizó las circunstancias 

particulares del caso, como, por ejemplo y de manera enunciativa, 
más no limitativa:

- Si la omisión se realizó de forma deliberada o intencional, a 

efecto de incumplir con la presentación del informe,

- Si con su conducta, la o el sujeto fiscalizado, tuvo intención de 

ocultar o, en su caso, transparentar información,

- Si se generó incertidumbre sobre la legalidad del origen y 

destino de los recursos,

- Si se le imposibilitó, obstaculizó o, en su caso simplemente se 

le dificultó, ejercer sus facultades de fiscalización. 

En el caso concreto, al omitir realizar el señalado ejercicio, la 

responsable no consideró que la parte actora reportó operaciones 

en el SIF, que adjuntó documentación soporte, su postura de que 

era su voluntad cumplir y si contaba o no con experiencia previa en 

la presentación de esta clase de informes.

Por el contrario, de la lectura de la resolución impugnada se advierte 

que de manera directa impuso la sanción descrita, afirmando que la 

falta era lo suficientemente grave que ameritaba la sanción de 

cancelación o pérdida de registro y la imposibilidad de poder 

participar en los dos procesos electorales siguientes. 

Sin embargo, esa decisión parte de la premisa incorrecta de que no 

cabía realizar una ponderación y análisis en la que se cometió la 

conducta de omitir de presentar informe; lo que no es acorde con el 

principio de proporcionalidad ni del derecho de las personas a 
ser votadas; pues como ya se explicó, si bien la norma expresa que 

ante la omisión de presentar informe es viable la cancelación o 

pérdida del registro a una candidatura; para que la consecuencia 

cobre vigencia es necesario que la autoridad responsable pondere 

las circunstancias del caso y con base en ello determine si procede 
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esa consecuencia o alguna otra del catálogo de sanciones de la 
propia Ley Electoral.

Pues solo así se garantiza que la magnitud de la conducta y de los 

valores o bienes jurídicos puestos en peligro (o vulnerados), sean 

acordes con la sanción impuesta y con el derecho de las personas 

a ser votadas en una elección constitucional. 

Por lo que, tal y como lo concluyó la Sala Superior en el precedente 

citado, la aplicación en automático de la máxima sanción a todas las 

personas candidatas que no entreguen el informe de gastos, sin 
valorar la viabilidad de aplicar otras sanciones, resulta 
desproporcionado y trastoca el derecho fundamental de la 

ciudadanía a ser votada. 

Por lo que si bien las sanciones previstas en la Ley Electoral, al 

tratarse de una medida que busca proteger la fiscalización y la 

rendición de cuentas de los recursos que utilizan quienes aspiran a 

una candidatura sin partido a un cargo de elección popular prevista 

en el artículo 41, párrafo segundo, base V, Apartado B, inciso a), 

numeral 6, de la Constitución; ello no implica la aplicación en 

automático de la sanción consistente en la pérdida o cancelación del 

registro y la no participación en los siguientes dos procesos 
electorales, pues ello no es acorde con los artículos 1. o y 35 

constitucionales, de ahí que sea necesario realizar una 

interpretación conforme de los artículos 229, numeral 3, 445 y 456, 

numeral 1, inciso c), de la Ley Electoral.

En ese sentido, bajo una interpretación conforme en los términos 

indicados, se estima que la ley electoral, ante este tipo de infracción, 

no establece una sanción única, sino que admite la graduación 

respectiva, ya que, dependiendo de las circunstancias objetivas y 

subjetivas, así como de la gravedad de la falta, se faculta a la 

autoridad administrativa electoral para que, en plenitud de 

atribuciones, determine la sanción correspondiente de manera 

gradual, desde una amonestación, pasando por una multa, hasta 

con la pérdida del derecho a ser registrada o registrado a la 
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candidatura o, en su caso, si ya está hecho el registro, con la 

cancelación del mismo.

Esto permitirá y obligará a analizar y valorar todos los elementos y 

circunstancias en las que se cometió la infracción, de forma que, si 

decide aplicar la sanción máxima y con ello hacer nugatorio el 

derecho a ser votada de una persona, esto acontecerá bajo los más 

altos estándares de justificación y legitimación que una restricción 

de un derecho humano fundamental amerita, lo que favorece la 

protección del derecho a ser votado de la ciudadanía.23

En consecuencia, lo procedente es revocar la Resolución 

impugnada, ya que se advierte que la Autoridad responsable, al 

momento de imponer la sanción a la parte actora, partió de la 

premisa de que solo era posible la imposición de la sanción 

correspondiente a la pérdida o cancelación del registro y la no 

participación en los dos procesos electorales siguientes, lo que la 

llevó a no valorar las circunstancias objetivas y subjetivas en las que 

la parte actora omitió reportar su informe.

Ante ello, si bien la Parte actora señala que la sanción relativa a no 

poder participar en los dos procesos electorales siguientes resulta 

discriminatoria en comparación con el trato que se les otorga a las 

personas candidatas de partidos políticos; dado que resultó fundado 

el agravio sobre la desproporcionalidad de las sanciones impuestas 

y los efectos de esa declaración, ya no es necesario abordar ese 

tema. 

De igual forma, debe señalarse que no pasa desapercibido que la 

parte actora considera que la sanción que le fue impuesta resulta 

más grave que aquella que se le puede imponer a una persona que 

se dedica al servicio público en términos del artículo 70-A de la LEY 

FEDERAL DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO; sin embargo, en el 

23 SUP-JDC-416/2021.
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presente caso, las disposiciones previstas en dicho ordenamiento 

no resultan aplicables en atención a que buscan sancionar a 

personas distintas que a los sujetos obligados en materia electoral.

QUINTA. Efectos. Al haber resultado parcialmente fundado uno de 

los agravios expresados por la Parte actora, lo conducente es 

revocar la Resolución impugnada y los actos posteriores que se 
hubieran realizado con base en su cumplimiento, en la parte 

correspondiente a la sanción impuesta a la Parte actora, para el 

efecto de que en el plazo de cinco días contados a partir de que 

se le notifique la presente sentencia, califique nuevamente la falta 
cometida (omisión de presentar informe) y realice la 

individualización de la sanción correspondiente, a efecto de que 

determine cuál es la que resulta adecuada para inhibir este tipo de 

conductas.

Tomando en consideración, como se explicó en la sentencia que, en 

la imposición de cualquier sanción, la autoridad debe determinar 

cuidadosamente el objetivo de la sanción en contra de un posible 

efecto perjudicial al goce de los derechos protegidos.

Para valorar la gravedad de las irregularidades se deben considerar 

aspectos tales como:24

24 Estos parámetros se fundamentan en el artículo 458, párrafo 5, de la Ley electoral, así 
como el diverso 338, párrafo primero, del Reglamento de Fiscalización del INE, mismos 
que a la letra establecen, respectivamente, lo siguiente:
Artículo 458 
(…)
5. Para la individualización de las sanciones a que se refiere este Libro, una vez 
acreditada la existencia de una infracción y su imputación, la autoridad electoral deberá 
tomar en cuenta las circunstancias que rodean la contravención de la norma 
administrativa, entre otras, las siguientes:
a) La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de suprimir 
prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley, en atención al 
bien jurídico tutelado, o las que se dicten con base en él;
b) Las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción;
c) Las condiciones socioeconómicas del infractor;
d) Las condiciones externas y los medios de ejecución;
e) La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y
f) En su caso, el monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del incumplimiento 
de obligaciones.
Artículo 338
1. El Consejo impondrá, en su caso, las sanciones correspondientes previstas en la Ley 
de Instituciones. Para la individualización de la sanción, una vez acreditada la existencia 
de una falta y su imputación, la autoridad electoral deberá tomar en cuenta las 
circunstancias que rodean la contravención de la norma, entre otras, las siguientes:
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a. Valorar la voluntad o disponibilidad procesal de la 

persona obligada a presentar el informe dentro del plazo 

establecido en la normativa electoral;

b. La naturaleza y los bienes jurídicos que se ponen en 

riesgo o se afectan; 

c. Las circunstancias particulares objetivas y subjetivas en 

las que, en todo caso, se cometió la conducta;

d. Si hubo una intencionalidad y los medios de ejecución, 

valorando cuestiones como si se intentó encubrir la 

violación;

e. El monto económico o beneficio involucrado; y 

f. Su impacto o trascendencia en la fiscalización, rendición 

de cuentas y la equidad.

Asimismo, para el efecto de graduar correctamente la sanción, 

la Autoridad responsable deberá valorar el tipo de gravedad de 

la violación atribuida a la parte actora; es decir, si esta fue 

ordinaria, especial o mayor, y considerar los efectos de la 

gravedad en los bienes jurídicos tutelados como son la 

rendición de cuentas, la transparencia y la certeza en el 

ejercicio del gasto y la aplicación de los recursos durante el 

periodo fiscalizado.25

Por todo lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, se:

RESUELVE

a) La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de suprimir 
prácticas que infrinjan en cualquier forma las leyes electorales, en atención al bien 
jurídico tutelado, o las que se dicten con base en él. 
b) El dolo o culpa en su responsabilidad. 
c) Las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la falta. 
d) La capacidad económica del infractor. 
e) Las condiciones externas y los medios de ejecución. 
f) La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. 
g) En su caso, el monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del 
incumplimiento de obligaciones.
25 SUP-JDC-416/2021.
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ÚNICO. Se revoca la Resolución impugnada, en los términos y para 
los efectos señalados en la presente sentencia.

NOTIFÍQUESE por correo electrónico a la actora, a la autoridad 

responsable; y por estrados a las demás personas interesadas.

Infórmese por correo electrónico a la Sala Superior en atención 

al Acuerdo General 1/2017.

Hecho lo anterior, en su caso devuélvanse los documentos 

atinentes y, en su oportunidad, archívese el expediente como 

asunto total y definitivamente concluido.

Así lo resolvieron, por mayoría, la Magistrada y los Magistrados, con 

el voto en contra de la Magistrada María Guadalupe Silva Rojas, 

quien emite voto particular, ante la Secretaria General de Acuerdos, 

quien autoriza y da fe.

VOTO PARTICULAR26 QUE FORMULA LA MAGISTRADA MARÍA GUADALUPE 

SILVA ROJAS27 EN LA SENTENCIA EMITIDA EN EL JUICIO

SCM-JDC-615/202128

1. Contexto
Como explica la sentencia, la parte actora no rindió el informe de 

ingresos y gastos correspondiente al periodo de obtención de apoyo 

26 Con fundamento en el artículo 193.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación y 48 del Reglamento Interno de este tribunal.
27 En la elaboración de este voto colaboraron Ana Carolina Varela Uribe, Daniel Ávila 
Santana, Rafael Ibarra de la Torre, Silvia Diana Escobar Correa e Ivonne Landa Román.
28 En la emisión de este voto utilizaré los siguientes términos definidos:

Término Definición
Constitución Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
INE Instituto Nacional Electoral
Ley de Medios Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral
Ley Electoral o LEGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales
Resolución Impugnada Resolución INE/CG216/2021 emitida por el Consejo General del 

Instituto Nacional Electoral respecto de las irregularidades 
encontradas en el dictamen consolidado de la revisión de los 
informes de ingresos y gastos para el desarrollo de las 
actividades para la obtención del apoyo ciudadano de las 
personas aspirantes a los cargos de diputaciones locales y 
alcaldías correspondientes al proceso electoral ordinario 2020-
2021, en la Ciudad de México

SIF Sistema Integral de Fiscalización
UTF Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral
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de la ciudadanía, a pesar de que, una vez vencido el plazo 

establecido para tal efecto, la UTF le requirió que lo presentara y 

señalara el motivo de la omisión.

En consecuencia el Consejo General del INE aprobó el dictamen 

propuesto por la UTF y por lo que hace a la parte actora tuvo por 

acreditada la omisión de presentar el informe, por lo que la sancionó 

con la negativa de su registro a la candidatura sin partido a la que 

aspiraba y con la pérdida de su derecho a ser postulada como 

candidata en los 2 (dos) siguientes procesos electorales, al 

considerar que se actualizaban los supuestos previstos por los 

artículos 378.1, 380.1-g); y 445.1-c) de la LEGIPE 

2. Decisión de la mayoría
En la sentencia, la mayoría consideró que era infundado el agravio 

de la parte actora respecto a que no se actualizaba la omisión de 

presentar el informe pues, si bien la parte actora, ingresó al SIF 

diversos reportes de operaciones -cargados el 6 (seis) de febrero-, 

tales registros no pueden considerarse como un informe de ingresos 

y gastos de operaciones para la obtención de apoyo de la 

ciudadanía.

Respecto a la sanción impuesta -que la parte actora considera 

desproporcionada-, la mayoría considera parcialmente fundado el 

agravio y señala que no resulta procedente la inaplicación de los 

artículos base de la sanción que le fue impuesta, pues tales artículos 

aceptan una lectura, en términos de los artículos 1°, 22 y 35 de la 

Constitución en el sentido de que la medida no opera de forma 

automática por lo que el INE debió analizar las particularidades del 

caso e individualizar la sanción.

En ese sentido, la mayoría concede la razón de manera parcial a la 

parte actora en el sentido de que la sanción es desproporcional pues 
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la Ley Electoral no establece una sanción única, sino que admite la 

graduación dependiendo de las circunstancias objetivas y 

subjetivas, así como de la gravedad de la falta.

En consecuencia, se revoca en lo que fue materia de impugnación 

la resolución impugnada para que califique nuevamente la falta 

cometida por la parte actora y realice la individualización de la 

sanción.

3. Coincidencia con la mayoría
Estoy de acuerdo con el estudio del primer agravio relacionado con 

la omisión de presentar el informe. Al igual que la mayoría, considero 

que la información que subió la parte actora al SIF no es el informe 

de gastos e ingresos, por lo que se cometió esa infracción pues, 

como señala la Resolución Impugnada:
Así, la satisfacción del deber de entregar los informes en materia de 
fiscalización, no se logra con la presentación de cualquier documento 
que tenga la pretensión de hacer las veces de informe, ni presentarlo 
fuera de los plazos legales, sino que es menester ajustarse a los 
Lineamientos técnico-legales relativos a la presentación de estos 
informes y los inherentes al registro de los ingresos y egresos y a la 
documentación comprobatoria sobre el manejo de los recursos, para así 
poder ser fiscalizables por la autoridad electoral.
[Énfasis propio]

4. Razones de mi voto
La sanción impuesta a la parte actora por no presentar el informe de 

ingresos y gastos consiste en la pérdida del derecho a ser registrada 

como candidata en el presente proceso electoral, así como en los 2 

(dos) procesos electorales subsecuentes y, en el caso de que ya 

hubiere estado registrada, con la cancelación de dicho registro.

La parte actora se queja de que la sanción que se le impuso es 

excesiva y desproporcionada, criminaliza a las personas aspirantes 

a una candidatura independiente o sin partido y resulta 

discriminatoria de cara a la sanción establecida en la misma Ley 

Electoral para las precandidaturas que serían postuladas por partido 

político, por lo que pide la inaplicación de la fracción IV del inciso d) 

del artículo 456 de la LEGIPE.
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Ahora bien, atender la petición formulada por la parte actora desde 

mi concepto, solo puede realizarse a través de un test de 

proporcionalidad en el que se concluya si la sanción prevista en la 

norma es acorde a la Constitución.

En la jurisprudencia 2/2012 (9a.)29 la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación dispuso distintos requisitos que es necesario satisfacer 

para determinar si una medida establecida en la legislación, que 

restringe derechos humanos, es válida. 

Así, la persona juzgadora debe determinar en cada caso si la 

restricción legislativa a un derecho fundamental es:

 En primer lugar, admisible dadas las previsiones 

constitucionales, es decir, que busque un fin 

constitucionalmente legítimo.

 En segundo lugar, si es el medio necesario para proteger 

esos fines constitucionalmente amparados, al no existir 

opciones menos restrictivas que permitan alcanzarlos;

 En tercer lugar, si la distinción legislativa se encuentra dentro 

de las opciones de tratamiento que pueden considerarse 

proporcionales. 

En ese sentido, una de las herramientas o mecanismos que se 

puede usar para revisar si una norma es constitucional o no, es un 

test (prueba) de proporcionalidad, que sigue los pasos que a 

continuación se señalan:

I. Identificar el fin legitimo en la restricción concreta. 
Supone la idea de que no cualquier propósito puede justificar 

29 Tesis de jurisprudencia 2/2012 (9a.), de rubro RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Primera Sala. Décima Época. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro V, febrero de 2012 (dos mil doce), página 
533.
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la limitación a un derecho humano. En efecto, los fines que 

pueden fundamentar la intervención legislativa al ejercicio de 

los derechos fundamentales tienen muy diversa naturaleza: 

valores, intereses, bienes o principios que el Estado puede 

perseguir. Así, los derechos fundamentales, los bienes 

colectivos y los bienes jurídicos garantizados como principios 

constitucionales, constituyen fines que legítimamente 

fundamentan la intervención de quienes legislan en el 

ejercicio de otros derechos30. 

II. Revisar la idoneidad de la medida. Presupone la existencia 

de una relación entre la intervención al derecho y el fin que 

persigue la afectación, siendo suficiente que la medida 

contribuya en algún modo y en algún grado a lograr el 

propósito que buscan quienes legislan31.

III. Realizar un examen de necesidad. Implica corroborar si 

existen otros medios igualmente idóneos para lograr los fines 

que se persiguen y determinar si estas alternativas intervienen 

con menor intensidad el derecho fundamental afectado. 

Evaluar su nivel de eficacia, rapidez, probabilidad o afectación 

material de su objeto32.

IV. Realizar un examen de proporcionalidad en sentido 
estricto. En esta etapa, se debe efectuar un balance o 

ponderación entre dos principios que compiten en un caso 

concreto. Dicho análisis requiere comparar el grado de 

intervención en el derecho humanos que supone la medida 

legislativa examinada, frente al grado de realización del fin 

que busca. Es decir, se realiza una ponderación entre los 

beneficios que cabe esperar de una limitación desde la 

30 Tesis 1a.CCLXV/2016, de rubro PRIMERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. 
IDENTIFICACIÓN DE UNA FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA, consultable en 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 10ª época, 1ª Sala, Libro 36, noviembre 
de 2016 (dos mil dieciséis), Tomo II, página 902. 
31 Tesis 1a.CCLXVIII/2016, de rubro SEGUNDA ETAPA DEL TEST DE 
PROPORCIONALIDAD. EXAMEN DE LA IDONEIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA, 
consultable en Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 10ª época, 1ª Sala, Libro 
36, noviembre de 2016 (dos mil dieciséis), Tomo II, página 911. 
32 Tesis 1a.CCLXX/2016, de rubro TERCERA ETAPA DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD. 
EXAMEN DE LA NECESIDAD DE LA MEDIDA LEGISLATIVA, consultable en Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, 10ª época, 1ª Sala, Libro 36, noviembre de 2016 
(dos mil dieciséis), Tomo II, página 914. 
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perspectiva de los fines que se persiguen, frente a los costos 

que necesariamente se producirán desde la perspectiva de 

los derechos afectados.

En consecuencia, la medida impugnada solo será constitucional si 

el nivel del fin constitucional que persigue la legislación es mayor al 

nivel de intervención en el derecho humano. En caso contrario, la 

medida será desproporcionada y, por tanto, inconstitucional33.

Establecido lo anterior, presento el examen de proporcionalidad, 

respecto de la porción normativa contenida en el artículo 

456.1-d)-IV de la LEGIPE, cuya inaplicación pide la parte actora.

Previo a ello, es importante destacar el contenido de la norma a 

analizar:
Artículo 456 de la LEGIPE
1. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán 
sancionadas conforme a lo siguiente:
d) Respecto de las candidatas y los candidatos independientes [sin partido 
en la Ciudad de México]:
IV. En caso de que el aspirante omita informar y comprobar a la unidad de 
fiscalización del Instituto los gastos tendentes a recabar el apoyo 
ciudadano, no podrá ser registrado en las dos elecciones 
subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su 
caso, le resulten en términos de la legislación aplicable.

Con base en lo anterior, procedo a realizar el test de 

proporcionalidad que según yo, atiende la petición de la parte actora 

de inaplicar dicha norma.

1. Fin legítimo
El artículo 42 Base B párrafo 6 de la Constitución establece como 

una de las atribuciones del INE la fiscalización de los ingresos de los 

partidos políticos y personas candidatas.

33 El Tesis 1a.CCLXXII/2016, de rubro CUARTA ETAPA DEL TEST DE 
PROPORCIONALDIAD. EXAMEN DE LA PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO ESTRICTO DE 
LA MEDIDA LEGISLATIVA, consultable en Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, 10ª época, 1ª Sala, Libro 36, noviembre de 2016 (dos mil dieciséis), Tomo 
II, página 894.
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El artículo 446 de la LEGIPE establece el catálogo de infracciones 

de las personas candidatas independientes a cargos de elección 

popular. Una de las infracciones es la no presentación de los 

informes que correspondan para obtener el apoyo ciudadano y de 

campaña.

La presentación de los informes por parte de las personas 

aspirantes a candidaturas independientes o sin partido tiene como 

finalidad que el INE cuente con la información y documentación que 

le permita llevar a cabo su trabajo de fiscalización.

El artículo 456.1-d-IV de la LEGIPE establece la sanción para el 

caso de que la persona aspirante omita informar y comprobar a la 

UTF los gastos tendentes a recabar el apoyo ciudadano y señala 

que no podrá ser registrada en las 2 (dos) elecciones subsecuentes, 

independientemente de las responsabilidades que, en su caso, le 

resulten en términos de la legislación aplicable.

En tal virtud, puede concluirse que la sanción busca un fin legítimo 

pues pretende contribuir al cumplimiento de las atribuciones 

constitucionales del INE relacionadas con la fiscalización.

Dichos fines procuran cuidar y vigilar los recursos públicos, su licitud, 

monto, gasto y origen durante las contiendas electorales, a través 

de la facultad fiscalizadora que la Constitución otorga al INE. 

2. Idoneidad
La norma cuestionada cumple el requisito de idoneidad, pues tiene 

una relación directa con el fin que se persigue.

En el caso, el informe que deben presentar las personas aspirantes 

a una candidatura independiente o sin partido, tienen que tener una 

relación de ingresos y gastos del recurso utilizado durante el periodo 

de obtención del apoyo de la ciudadanía y acompañarse de la 

documentación soporte de lo informado. 
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Con dicho informe la autoridad fiscalizadora del INE tiene la 

oportunidad de llevar a cabo su función encomendada de fiscalizar 

y vigilar la oportuna utilización de los recursos y su licitud.

Ello es una medida que permite al INE conocer los montos 

involucrados y, por tanto, cuidar la utilización de recursos y 

salvaguardar la equidad en la contienda, en principio, a partir del 

análisis del contenido de los informes.

En tal sentido, la disposición de dicha norma busca asegurar que 

quien no cumpla las obligaciones de fiscalización, transparencia y 

rendición de cuentas no llegue a cargos del poder público por la 

trascendencia que podría tener permitir este acceso, a alguien 

durante la obtención del apoyo de la ciudadanía no generó certeza 

justamente en torno al origen de esos recursos.

3. Necesidad
La sanción consistente en la pérdida del derecho de una candidatura 

independiente [sin partido en la Ciudad de México] a no ser 

registrada a una candidatura en los 2 (dos) próximos procesos 

electorales, no es necesaria. 

Si bien la medida busca salvaguardar la licitud del origen de los 

recursos utilizados durante el periodo de obtención del apoyo de la 

ciudadanía, al permitir a la autoridad fiscalizadora tener control 

sobre el gasto involucrado, existen medidas -aplicables a casos 

similares- que implican una menor intervención a los derechos 

político-electorales de la ciudadanía y que concretan un nivel similar 

de efectividad respecto del fin planteado.
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En este sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación ha sostenido34 que el examen de necesidad implica 

corroborar, en primer lugar, si existen otras medidas, respecto de 

situaciones idénticas o similares con un grado de idoneidad igual o 

superior para lograr los fines que se persiguen y, en segundo lugar, 

determinar si estas alternativas intervienen con menor intensidad el 

derecho fundamental afectado.

Así, a mi consideración, las sanciones contempladas en la LEGIPE 

respecto de las cuales se puede determinar la necesidad -o no- de 

la prevista en el artículo 456.1-d)-IV de dicha ley, al prever 

consecuencias para situaciones idénticas o similares (omisión de 

entregar informes de fiscalización en materia electoral), son las 

siguientes:

- El artículo 229.3 de la Ley Electoral establece que, si una 

persona precandidata omite entregar su informe de ingresos y 

gastos de precampaña dentro del plazo antes establecido y 

hubiese sido designada a la candidatura respectiva, no podrá 

ser registrada legalmente a ésta (candidatura). 

- Por su parte, el artículo 378.1 de la Ley Electoral prevé que si 

una persona aspirante no entrega el informe de ingresos y 

egresos, dentro de los 30 (treinta) días siguientes a la 

conclusión del periodo para recabar el apoyo de la ciudadanía, 

le será negado el registro como candidatura independiente. 

Además, ambos artículos contemplan que las personas aspirantes 

o precandidatas que sin haber obtenido la postulación a la 

candidatura respectiva no entreguen el informe señalado serán 

sancionadas en los términos de lo establecido por el Libro Octavo, 

esto es, se les impondrán las sanciones previstas en el artículo 

456.1 de la LEGIPE.

34 Al resolver el amparo en revisión 1115/2017, consultable en: 
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2018-03/AR-1115-17-
180316.pdf

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2018-03/AR-1115-17-180316.pdf
https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2018-03/AR-1115-17-180316.pdf
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El artículo 456.1 de la Ley Electoral, prevé que las infracciones a 

dicha norma (entre las que se encuentra la prevista en el segundo 

supuesto del artículo 229.3 y 378.1 de la LEGIPE) serán 

sancionadas:

a) Tratándose de precandidaturas y candidaturas entre otras 

cosas, con la pérdida del derecho de la precandidatura 

infractora a ser registrada la candidatura correspondiente o, 

en su caso, si ya está hecho el registro, con la cancelación del 

mismo [artículo 456.1-c)-III de la LEGIPE], y

b) Tratándose de personas aspirantes, con la pérdida del 

derecho a ser registradas como candidaturas independientes 

[sin partido en la Ciudad de México] y, si ya hubiera sido 

registrada, con la cancelación del mismo [artículo 456.1-c)-III 

de la LEGIPE].

De lo anterior, advierto que dichas medidas, también buscan 

desincentivar y sancionar conductas para el caso de que de las 

personas que aspiran a una candidatura incumplan la obligación de 

transparentar sus ingresos y gastos y rendir cuentas de los recursos 

empleados en ellas y la única forma de poder llevar a cabo el 

ejercicio de fiscalización dentro de un proceso electoral es a partir 

de un trabajo en colaboración de quienes contienden en las 

elecciones, por lo que son idóneas.

Incluso, la contenida en el artículo 378.1, en relación el artículo 

456.1-d)-III, ambos de la Ley Electoral, prevén un supuesto 

exactamente similar que el de la porción normativa que se somete a 

este estudio de constitucionalidad.

Así, considero que las diversas medidas tienen el mismo nivel de 

eficacia para lograr el fin que se plantea la sanción consistente en la 

pérdida del derecho de una persona aspirante a una candidatura 

independiente [sin partido en el caso de la Ciudad de México] a ser 
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registrada como candidata en los 2 (dos) procesos electorales 

siguientes; esto es evitar que las personas obstaculicen la actividad 

fiscalizadora del INE. Se explica.

A partir de la reforma de 2014 (dos mil catorce), para la fiscalización 

de los recursos, el INE estableció el SIF, sistema informático donde 

los partidos políticos, precandidaturas, candidaturas, personas 

aspirantes y candidaturas independientes o sin partido presentan 

sus registros contables. Así, las personas aspirantes y candidaturas 

independientes deben entregar al INE sus informes sobre los 

recursos que emplearon en la etapa de obtención de apoyo 

ciudadano y durante las campañas electorales. 

La importancia de la presentación de esos informes en tiempo y 

forma se explica en que, a través de ellos, el INE puede verificar la 

veracidad de los gastos reportados en ese proceso electoral, sus 

omisiones, así como comprobar que no se incurra en un exceso en 

los mismos, o que éstos tengan un origen lícito.

Esto cobra relevancia porque del diseño de fiscalización, podemos 

advertir que la Ley Electoral establece que los informes de ingresos 

y egresos relativos al periodo de obtención del apoyo ciudadano 

deben presentarse dentro de los 30 (treinta) días siguientes a la 

conclusión de ese periodo, conforme a los formatos y lineamientos 

establecidos por el Consejo General del INE -artículos 377.1 y 378.1 

y 430.1-; lo que demuestra que, la actividad fiscalizadora de la 

autoridad administrativa inicia y concluye en el propio proceso 
electoral del que se trate, sin que exista un vínculo obligatorio de 

fiscalización con los procesos electorales subsecuentes.

Lo anterior, permite que las personas aspirantes puedan ser 

fiscalizadas en casa proceso electoral en el que participen, por lo 

que, a mi consideración, imponer una sanción que transcienda al 

periodo electoral en el que, en todo caso, se tuvo por acreditada la 

falta, no mejora el nivel de eficacia respecto de la consecución del 

fin pretendido.
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En este sentido, todas las sanciones mencionadas en el párrafo 

anterior tienen como objetivo concreto garantizar el correcto 

desarrollo de la actividad fiscalizadora del INE, lo que resulta 

igualmente eficaz para la consecución de dicho fin.

Lo anterior, pues, insisto, sancionar a una persona aspirante con la 

pérdida de su derecho a ser registrada en una candidatura durante 

los 2 (dos) procesos electorales siguientes no es una medida más 

eficaz para conseguir la finalidad planteada, que las sanciones 

consistentes en la pérdida de dicho derecho únicamente para el 

proceso electoral actual.

Ahora bien, el segundo aspecto del análisis de necesidad de la 

sanción contemplada en el artículo 456.1-d)-IV de la Ley Electoral, 

consiste en determinar, específicamente, la sanción contenida en el 

artículo 378.1, en relación el diverso 456.1-d)-III, ambos de la Ley 

Electoral, la cual prevé un supuesto exactamente similar que el de 

la porción normativa ya señalada (artículo 456.1-d)-III de la 

LEGIPE), interviene con menor intensidad en el derecho de las 

personas ciudadanas a ser votadas.

En este sentido, es evidente que la sanción establecida en el artículo 

378.1, en relación el artículo 456.1-d)-III, ambos de la Ley Electoral,; 

interviene en menor proporción en el derecho de las personas 

ciudadanas a ser votadas que la diversa contemplada en el artículo 

456.1-d)-IV de la Ley Electoral; pues la primera implica la 

imposibilidad de registrar a la persona infractora como candidata 

durante 1 (un) proceso electoral, es decir, en el que se sucedió la 

infracción, mientras que la segunda supone una limitación al referido 

derecho durante 2 (dos) procesos electorales siguientes a que fue 

cometida la falta. 
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Esto, pues si la finalidad de la norma es que la autoridad 

administrativa pueda fiscalizar correctamente los recursos, no existe 

una justificación objetivamente razonable ni relevante para 

sancionar a la persona aspirante con la imposibilidad de ser 

registrada en (2) dos elecciones subsecuentes, pues existe otra 

medida que igualmente resulta aplicable para sancionar esa falta, la 

cual tiene el mismo grado de efectividad es decir garantiza el fin 

normativamente pretendido e implica un menor grado de afectación 

a los derechos político-electorales de la persona sancionada.

Por ello, a mi juicio, la porción normativa contenida en el artículo 

456.1-d)-IV de la Ley Electoral, atendiendo a su eficacia para lograr 

el fin buscado y el grado de afectación a la esfera de la persona 

infractora, no es una medida necesaria, por lo que resulta 

inconstitucional y se debía inaplicar en esta controversia.

Máxime, si se toma en cuenta que, como señala la parte actora, ante 

un supuesto normativo similar que persigue una finalidad idéntica, a 

una persona precandidata de partido político se le impone la 

consecuencia de no poder ser registrada como candidata en el 

proceso electoral en curso, mientras que a la persona aspirante a 

candidata independiente se le impone la imposibilidad de ser 

registrada en el proceso electoral en curso, y además en las 2 (dos) 
elecciones subsecuentes, distinción que, desde mi punto de vista 

resulta notoriamente desequilibrada, pues únicamente atienden a la 

calidad de las personas a las que van dirigidas.

Finalmente, es importante señalar que, la disposición normativa 

456.1-d)-IV de la Ley Electoral no superó el examen de necesidad 

es innecesario pronunciarse respecto de la proporcionalidad.

Ahora bien, la parte actora también señala que la sanción que se le 

impuso consistente en la pérdida de su registro en el actual proceso 

electoral (la cual está contenida en el artículo 456.1-d)-III de la Ley 

Electoral) es excesiva y desproporcionada porque al determinarla 
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no fueron considerados los fines de la fiscalización a la luz de los 

aspectos siguientes: 

- Verificar el cumplimiento de los topes de campaña para 

garantizar la equidad en la contienda. En el caso concreto, se 
debió considerar que a consecuencia del semáforo rojo a 
consecuencia de la pandemia de COVID-19, no se pudieron 
llevar a cabo eventos.

- Verificación del origen lícito de los recursos. Al respecto, 

sostiene que no hay evidencia de que los gastos reportados 
hubieran tenido una procedencia ilícita.

- Las candidaturas independientes no reciben fondos públicos 

en la fase de captación de apoyo de la ciudadanía.

La parte actora estima que la autoridad responsable debió 

considerar que en la etapa de captación de apoyos de la ciudadanía 

no se utilizan recursos públicos, además de que la omisión que 

se le atribuyó era subsanable previa prevención y garantía de 
audiencia.

Considero que estos planteamientos son infundados, como se 

explica.

Contrario a lo que sugiere la parte actora -cuando aduce que la 

omisión que se le atribuyó era subsanable previa garantía de 

audiencia- la autoridad fiscalizadora sí garantizó su derecho de 

audiencia antes de imponer las sanciones respectivas. 

Al respecto, cobra relevancia el requerimiento que la autoridad 

fiscalizadora dirigió a la parte actora para que cumpliera su 

obligación de entregar su informe, en términos de lo establecido en 

los acuerdos INE/CG72/2019 y CF/018/2020.
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En efecto, en el acuerdo INE/CG72/2019 se determinó que no se 

enviarían oficios de errores y omisiones a las personas que 

aspiraran a un cargo de elección popular y que hubieran omitido la 

presentación de su informe de ingresos y gastos, al tenor siguiente:
“PRIMERO. Se aprueba que la Unidad Técnica de Fiscalización no 
envíe oficio de errores y omisiones a aquellos sujetos que pretenden un 
cargo de elección popular, durante cualquier Proceso Electoral, que, 
habiendo sido requeridos por dicha autoridad, omitan presentar su 
informe de ingresos y gastos en materia de fiscalización. 

SEGUNDO. Se instruye a la Unidad Técnica de Fiscalización que en los 
Dictámenes Consolidados y Resoluciones que presente a la Comisión 
de Fiscalización, se incluyan los apartados descritos en el Considerando 
51 del presente Acuerdo. 

TERCERO. Notifíquese el presente Acuerdo a las personas obligadas 
que busquen algún cargo de elección popular, correspondiente a 
cualquier Proceso Electoral, para lo cual se instruye a la Unidad Técnica 
de Fiscalización a notificarlos de forma electrónica a través del Sistema 
Integral de Fiscalización 
CUARTO. Al ser un criterio de carácter y observancia general durante 
el procedimiento de fiscalización realizado en los Procesos Electorales 
Locales, se instruye a la Unidad Técnica de Fiscalización, para que, en 
el ámbito de su competencia, analice la posibilidad de incorporar el 
mismo en el Reglamento de Fiscalización. 

Hasta en tanto no se realice la incorporación dentro del cuerpo 
normativo, los presentes, serán vigentes y aplicables para los Procesos 
Electorales Federales, Locales Ordinarios y Extraordinarios que de ellos 
deriven. (...)”

Por su parte, en el acuerdo CF/018/2020, la autoridad fiscalizadora, 

entre otras cuestiones, estableció la forma en que serían requeridas 

las personas que hubieran omitido presentar sus informes de 
ingresos y gastos durante los periodos de obtención de apoyo 
de la ciudadanía y precampaña que aspiraran a un cargo de 

elección popular, en los términos siguientes, a saber:
“SEGUNDO. Se ordena a la Unidad Técnica de Fiscalización requiera a 
aquellos sujetos obligados que se ubiquen en el supuesto de omisión en 
el reporte de operaciones y/o presentación de informe, para que en un 
plazo improrrogable de 1 día natural, registren sus operaciones, 
presenten los avisos de contratación y agenda de eventos, adjunten 
evidencia comprobatoria y presenten el informe atinente a sus ingresos y 
gastos en el Sistema Integral de Fiscalización (SIF) (con la e.firma del 
responsable de finanzas designado), de conformidad con los artículos 
223 numerales 1 y 2, 248, 249, 250, 251 y 252 del Reglamento de 
Fiscalización, y el manual de usuario del SIF aprobado mediante acuerdo 
CF/017/2017”.
TERCERO. Se ordena a la Unidad Técnica de Fiscalización notifique los 
requerimientos de manera electrónica, a través del módulo de 
notificaciones electrónicas del SIF, a todos los interesados”:
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Consecuente con el contenido de los acuerdos mencionados, el 4 

(cuatro) de febrero, la UTF requirió a la parte actora la presentación 

de su informe bajo el apercibimiento siguiente: 
[…] la omisión en la presentación del informe de ingresos y 
gastos de obtención de apoyo de la ciudadanía es motivo de 
sanción, pudiendo ser ésta la NEGATIVA DEL REGISTRO DE 
LA CANDIDATURA”

Por lo anterior, es claro que la Resolución impugnada fue emitida 

previa observancia del derecho de audiencia de la parte actora, la 

cual se concretó con el requerimiento, los exhortos y, su notificación 

en el SIF; así como con los avisos que en su momento se enviaron 

a su correo electrónico particular.

En este sentido es importante destacar que la propia parte actora 

reconoce en su demanda que el 1° (primero) de febrero recibió -en 

dicho correo-, un recordatorio de la UTF de que tenía que presentar 

su Informe en el SIF -correo que incluso aporta como prueba- y que 

el 3 (tres) siguiente volvió a recibir un nuevo correo electrónico de la 

UTF en que le exhortaban a realizar su informe -correo del que 

también aporta una impresión como prueba-.

Así, en la Resolución Impugnada, el Consejo General del INE hizo 

especial énfasis en la circunstancia de que de conformidad con el 

acuerdo INE/CG72/2019, una vez que concluyó el plazo para 

presentar los informes sin que hubieran sido presentados, la 

garantía de audiencia quedaba satisfecha con el requerimiento que 

se hiciera a las personas omisas a efecto de que estuvieran en 

posibilidad de presentar su informe. Lo que ocurrió, según se ha 

visto.

Ahora bien, para individualizar las sanciones, la autoridad 

responsable consideró:
“INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN.
…
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Ahora bien, toda vez que en este inciso se ha analizado la conducta que 
violenta los artículos 380, numeral 1, inciso g) y 430, numeral 1 de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, se procede 
a la individualización de la sanción, atento a las particularidades que en 
el caso se presenten.
En primer lugar, es importante señalar que la individualización de la 
sanción es por cuanto hace a la omisión de presentar el informe de actos 
tendentes a obtener el apoyo ciudadano [de la ciudadanía] en su 
aspiración para obtener el registro de una candidatura a un cargo de 
elección popular, en el marco del Proceso Electoral Local Ordinario 
2020-2021 en la ciudad de México.
…
En este sentido, para imponer la sanción este Consejo General 
procederá a calificar la falta determinando lo siguiente:

j) Tipo de infracción;
k) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretizaron.
l) Comisión intencional o culposa de la falta;
m)La trascendencia de las normas transgredidas;
n) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la 
lesión, daño o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la 
falta.
o) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas
p) La condición de que el ente infractor haya incurrido con antelación 
en la comisión de una infracción similar (Reincidencia)

“..se procede el (sic) análisis de la conducta desplegada por los y las 
aspirantes a candidatos independientes señalados a los cargos de 
Diputación Local y Alcaldía. 

En ese orden de ideas, los aspirantes a candidatos [candidatura] 
independientes, deberán presentar los informes de ingresos y gastos 
para la obtención del apoyo ciudadano, de conformidad con los plazos 
establecidos en el artículo 378, numeral 1 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.

Es pertinente señalar que el periodo de actos tendentes a obtener el 
apoyo ciudadano [de la ciudadanía] concluyó el treinta y uno de enero 
de dos mil veintiuno, por lo que los y las aspirantes a candidatos 
independientes debieron presentar su informe del origen y monto de los 
ingresos y gastos de los actos tendentes a obtener el apoyo ciudadano 
a los cargos de Diputación Local y Alcaldía en la Ciudad de México, en 
el periodo establecido.

En razón de lo anterior, y toda vez que los y las aspirantes en 
comento omitieron presentar el informe correspondiente, vulneró 
directamente los valores sustantivos y bienes jurídicos tutelados por los 
artículos 380, numeral 1, inciso g) y 430, numeral 1 de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales.
…
Así, este Consejo General concluye que en el caso concreto, los y 
las aspirantes a una candidatura independiente conocían con la debida 
anticipación el plazo dentro de cual debían presentar su informe y 
conocían también la obligación legal y reglamentaria de hacerlo; es 
decir, es deber de los sujetos obligados, en este caso, de los y las 
aspirantes a candidatos [candidaturas] independientes, de 
informar en tiempo y forma los movimientos hechos por éstos para 
el correcto desarrollo de su contabilidad, otorgan una adecuada 
rendición de cuentas, al cumplir con los requisitos señalados por 
la normatividad electoral, mediante la utilización de los 
instrumentos previamente establecidos para ello y permitiendo a 
la autoridad llevar a cabo sus actividades fiscalizadoras con 
eficacia y prontitud y así, esta autoridad esté en aptitudes (sic) de 
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garantizar que la actividad de dichos sujetos obligados se 
desempeñe en apego a los cauces legales.

De todo lo anterior se desprende que los informes de los y las aspirantes 
a candidaturas independientes a un cargo de elección popular no se 
traducen en una potestad discrecional del sujeto obligado, sino que, por 
el contrario, constituye un deber imperativo de ineludible cumplimiento.

Así, la satisfacción del deber de entregar los informes en materia de 
fiscalización no se logra con la presentación de cualquier 
documento que tenga la pretensión de hacer las veces de informe, 
ni presentarlo fuera de los plazos legales, sino que es menester 
ajustarse a los Lineamientos técnico-legales relativos a la presentación 
de estos informes y los inherentes al registro de los ingresos y egresos 
y a la documentación comprobatoria sobre el manejo de recursos para 
así poder ser fiscalizables por la autoridad electoral.

En conclusión, la falta de presentación del informe de actos 
tendentes a obtener apoyo ciudadano transgrede directamente las 
disposiciones, bienes jurídicos y principios tutelados por las 
normas mencionadas con antelación y genera incertidumbre sobre 
el legal origen y destino de los recursos que los sujetos obligados 
hubieran obtenido.

Así, a juicio de esta autoridad, dada la gravedad de la conducta 
desplegada por los y las aspirantes a candidatos y candidatas 
independientes materia de análisis, es procedente la aplicación de la 
sanción prevista en la legislación de la materia consistente en la 
pérdida del derecho a ser registrados como candidatos en el marco 
del Proceso Electoral Concurrente 2020-2021, así como en los dos 
Procesos Electorales subsecuentes, o en su caso, si ya está hecho 
el registro, con la cancelación del mismo como candidatos y 
candidatas independientes a los cargos de Diputación Local y Alcaldía 
en el marco del Proceso Electoral Local Ordinario 2020-2021 en la 
ciudad de México, ello de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 380, numeral 1, inciso g) en relación al 446, numeral 1, 
inciso g) y 456, numeral 1, inciso c) fracción III de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.
…
El resaltado es añadido.

De lo anterior, se desprende que contrario a lo que aduce la parte 

actora, en la resolución impugnada sí se tomó en consideración la 

finalidad que se busca a través de la fiscalización, entre otras cosas, 

transparentar el origen y destino de los recursos con independencia 

de su naturaleza sea pública y/o privada.

De ahí que, en concepto de la autoridad responsable, la intención 

de la parte actora de no cumplir su obligación de rendir su informe 

dentro del plazo que le fue conferido para ello fue deliberada, ya que 
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se le requirió y a pesar de eso, se constató su contumacia, situación 

que obstaculizó la posibilidad de verificar de manera eficaz que se 

hubieran ajustado a la normatividad aplicable en materia de 

financiamiento.

Por otro lado, y con relación con las manifestaciones de la parte 

actora en el sentido de que en la Resolución Impugnada no se 

consideró que debido a la pandemia no pudo realizar eventos, y que 

toda su actividad se hizo con el apoyo de personas voluntarias, 

amistades y familia, con recursos propios y en especie, y de que las 

candidaturas sin partido no reciben fondos públicos en la fase de 

captación de apoyo de la ciudadanía, cabe mencionar que tales 

circunstancias por sí mismas no son justificaciones que pudieran 

eximirle del deber que tenía de entregar su informe acorde con los 

formatos y metodología respectivos.

En otras palabras, en respuesta a los requerimientos que le fueron 

formulados por la UTF, la parte actora tuvo la oportunidad de 

expresar las razones por las que no había presentado su informe sin 

que esto la eximiera de tener que presentarlo, así como las 

aclaraciones que a su derecho convinieran. Era entonces que tenía 

la oportunidad de expresar justamente dichos inconvenientes que 

hasta este momento aduce como justificación para su 

incumplimiento y que la autoridad responsable no conoció, por lo 

que no pudo estudiarlos al emitir la Resolución impugnada.

Finalmente, la parte actora sostiene que la autoridad responsable 

debió considerar que no es experta en fiscalización y era la primera 

participación que tenía para la obtención de una candidatura sin 

partido. Este argumento debió ser desestimado -a mi juicio- porque 

del exhorto notificado en el SIF, que además que se hizo llegar a su 

correo electrónico particular y el cual aporta como prueba la parte 

actora, se advierte que la autoridad puso a su disposición una guía 

para la presentación del informe que se encontraba disponible en el 

Centro de Ayuda del SIF, además de que, en su caso, estuvo en 
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posibilidad de reportar cualquier incidencia relacionada con el dicho 

sistema.

5. Conclusión
No comparto que se ordene al Consejo General del INE realizar una 

interpretación conforme y reindividualizar la sanción.

Desde mi óptica, a diferencia de la mayoría, estimo que en la 

sentencia se debió inaplicar al presente caso la porción normativa 

prevista en el artículo 456.1-d)-IV de la Ley Electoral, y al ser 

infundados los agravios contra la individualización que hizo el 

Consejo General del INE al sancionar a la parte actora con la pérdida 

de su derecho a ser registrada con una candidatura sin partido en el 

actual proceso electoral, debimos revocar parcialmente la resolución 

impugnada a efecto de que únicamente se sancionara a la parte 

actora con esta sanción, dejando insubsistente la pérdida de ese 

derecho para los 2 (dos) procesos electorales siguientes.

Por las razones expuestas emito este voto particular. 

MARÍA GUADALUPE SILVA ROJAS
MAGISTRADA
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